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Resumen 

El documento presenta un diagnóstico sobre la estructura de rendición de 
cuentas del poder legislativo en México. Se parte de un marco analítico que 
sistematiza las responsabilidades legales que le son asignadas en sus dos 
niveles —individual y colectivo— y en dos dimensiones —interorgánica e 
intraorgánica— con el objetivo de describir el diseño institucional de la 
rendición de cuentas de ambas Cámaras del Congreso mexicano y el débil 
sistema de responsabilidades aplicable a sus miembros. La evaluación de 
las obligaciones legales se presenta en todos los niveles jerárquicos del 
marco normativo —desde los mandatos constitucionales hasta los 
reglamentos y acuerdos parlamentarios— en cada una de las funciones del 
Congreso: de representación, legislativa, de control, político-administrativa 
y jurisdiccional, así como en la asignación, ejercicio y transparencia de los 
recursos del poder legislativo. Se describen cuáles son los incentivos 
institucionales que causan que el Congreso y los legisladores exijan cuentas 
pero no las rindan.  

 

Abstract 

This paper presents an assessment of the Mexican Congress’ accountability 
structure. An analytical framework is used to systematize the legal 
responsibilities assigned to the legislature in two different levels (collective 
and individual) and dimensions (inter-organic and intra-organic) in order to 
describe the institutional design of legislative accountability in both houses 
of the Mexican Congress and the fragile responsibilities system for its 
members. The assessment of legal obligations is presented in all 
hierarchical levels of the regulatory framework, from constitutional 
mandates up to parliamentary regulations, in each Congress’ functions: 
representation, legislative, oversight, political-administrative and 
jurisdictional. Additionally it is reviewed the allocation and transparency of 
financial resources of the legislative branch. The paper describes how the 
Congress and its members demand accountability for other branches and 
officials and why legislators are not held accountable.  
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Ningún bien estable sin publicidad,  
ni mal alguno durable bajo sus auspicios 

 
Jeremy Bentham, Tácticas Parlamentarias, 1822. 

 

1. ¿Qué es rendir cuentas en el poder legislativo? Una revisión 
de la literatura y premisas para el análisis  

1.1. Representación democrática y rendición de cuentas en el 
poder legislativo 
Una democracia de calidad es aquél régimen donde no solamente se celebran 
elecciones competitivas con regularidad bajo ciertas condiciones de libertad y 
justicia, sino también donde se garantiza un Estado democrático de derecho, 
se ejercen libertades políticas y civiles y existen mecanismos institucionales 
para la rendición de cuentas.1  

La diferencia entre una democracia deficiente y una consolidada o de 
calidad radica en la diferencia sustantiva que existe con relación a sus 
procedimientos, contenido y resultados en cada una de sus dimensiones de 
evaluación entre las que destacan cuatro: estado de derecho, rendición de 
cuentas vertical de los gobernantes a los gobernados, rendición de cuentas 
interinstitucional u horizontal, es decir, controles entre los órganos 
establecidos de gobierno, así como libertades políticas y civiles2. Todos estos 
elementos deben conjugarse para que un régimen pueda considerarse 
democrático.  

En lo que se refiere a la democracia, partimos de definiciones 
fundamentales. Por un lado, la definición schumpeteriana del método 
democrático señala que éste es un arreglo institucional para arribar a 
decisiones políticas en las cuales los individuos adquieren el poder de decidir 
por medio de “una lucha competitiva por el voto del pueblo” (Schumpeter, 
1975: 242). Los críticos de tal concepto al que acusan de “minimalista”, 
suponen que éste reduce la democracia a un simple instrumento electoral 
para nombrar gobernantes. Sin embargo, como afirma Przeworski esta 
definición, aunque mínima, sí asume la existencia y el ejercicio de derechos y 
garantías que permiten a los ciudadanos ejercer control sobre sus gobiernos y 

                                                 
1 Aquí se traduce accountability como “rendición de cuentas”, con independencia de sus aplicaciones al terreno 
contable, administrativo o político.  
2 Gunther, Diamandouros y Puhle proponen 5 indicadores de “consolidación democrática”, a saber: 1) alternancia 
de los rivales en el poder; 2) apoyo generalizado continuo y estabilidad durante situaciones de dificultad económica 
extrema, 3) derrota y castigo efectivo de los grupos rebeldes estratégicamente ubicados, 4) estabilidad del régimen 
frente a una radical estructuración del sistema de partidos, y 5) ausencia de partidos o movimientos sociales 
antisistema políticamente significativos (Gunther et al., 1995: 1-32). Para Morlino el umbral mínimo de la democracia 
es aquella donde se tiene “sufragio universal, masculino y femenino; elecciones libres, competitivas, recurrentes, 
correctas, más de un partido; diferentes y alternativas fuentes de información” (Morlino, 2007: 5).  
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representantes, eventualmente removerlos por su mal desempeño y la 
garantía del ejercicio de un gobierno democrático sustentado en valores e 
intereses compartidos en la sociedad en general (Przeworski, 1999: 24). Por 
otro lado, Dahl incorpora otras características para la existencia de un 
régimen democrático, en dos dimensiones: la ciudadanía extendida 
(participación) y el derecho y capacidad de oponerse al gobierno (oposición). 
A partir de ello enumera las siguientes condiciones necesarias: 1) funcionarios 
electos, 2) elecciones libres e imparciales, 3) sufragio inclusivo, 4) derecho a 
ocupar cargos públicos, 5) libertad de expresión, 6) variedad de fuentes de 
información y 7) autonomía asociativa. La democracia ya no resulta entonces 
“mínima” pues este listado “caracteriza derechos, instituciones y procesos 
efectivos y no meramente nominales” (Dahl, 1992: 266-67).  

Para el análisis de la rendición de cuentas, consideramos indispensable 
incorporar la noción de Estado democrático de derecho que impide que los 
actores políticos apliquen la ley a su libre arbitrio o mediante criterios 
discrecionales. De la misma forma en que ese Estado obliga a la autoridad a 
sujetarse a los procedimientos institucionales de control de sus acciones, 
“nadie es legibus solutus, es decir, nadie ni siquiera los gobernantes, deben 
quedar fuera de la legalidad” (O’Donnell, 2008: 94). Por ello, una condición 
fundamental para el funcionamiento de un régimen democrático es la 
existencia de un sistema de rendición de cuentas que permita el escrutinio del 
ejercicio público de las autoridades, su eventual sanción y remoción.  

El término “rendición de cuentas” se emplea en la ciencia política para 
referirse a la responsabilidad que un sujeto de poder debe asumir frente a 
otro, sea individual o colectivo, subordinado u horizontal, con el fin de 
controlar el ejercicio del poder y sancionar su abuso. Mainwaring señala que 
la rendición de cuentas “política” se refiere, en principio, a la answerability3 
y responsabilidad de servidores públicos y se delimita a relaciones “que 
formalmente dan a algún actor la autoridad de supervisar y/o sancionar a 
funcionarios públicos”, de tal forma que llamemos rendición de cuentas 
política a la relación formalizada de supervisión y sanción a servidores 
públicos por otros actores (Mainwaring, 2003: 7). Para que sea “formal” esa 
relación, es necesario que se traduzca en ordenamientos legales que así lo 
hayan otorgado al actor fiscalizador, sea el votante o un órgano estatal. En 
toda relación de rendición de cuentas, un servidor público ofrece una 
evaluación de sus tareas públicas a actores que legalmente tienen la 
capacidad de demandar esas cuentas e imponer sanciones al funcionario. Así, 
la rendición de cuentas implica no sólo la capacidad de informar sino también 
la obligación legal de hacerlo (Mainwaring, 2003: 7). En virtud de lo anterior, 

                                                 
3 Answerability es una de las condiciones necesarias para la rendición de cuentas, incluso se llega a afirmar que 
accountability es en gran medida answerability, aunque el segundo elemento para que ésta sea posible es la sanción 
(Ver Schedler, 2004: 13-19).  
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no podemos asumir que se garantice eficazmente la rendición de cuentas 
entre dos actores cuando no existe obligación legal para ello.4  

Actualmente, se ha llegado al consenso de que existen dos tipos de 
rendición de cuentas, la vertical y la horizontal.5 La primera de ellas resulta 
crucial para toda democracia representativa debido a la exigencia de un 
proceso electoral justo donde los electores, en el ejercicio libre de su 
derecho político, sancionan o premian a sus representantes o partidos 
políticos que los postulan. Este mecanismo de sanción directa es lo que se 
conoce como rendición de cuentas vertical y supone la existencia de la 
condición mínima de la democracia y del gobierno representativo: que 
mediante el voto los gobernados pueden cambiar a sus gobiernos.  

Esto puede operar únicamente en regímenes donde el elector cuente con 
información suficiente sobre el desempeño de sus representantes y en donde 
tenga la capacidad efectiva de sanción, es decir, donde su voto sea libre y 
efectivo, donde sus acciones repercutan en la composición de los órganos 
representativos del Estado y donde haya sujetos a quienes exigir cuentas por 
su desempeño público.6 En ese mismo sentido, Bradbury argumenta que se 
debe entender como rendición de cuentas “el requerimiento para que los 
representantes respondan ante los representados por el ejercicio de su tarea y 
de su poder conferido, actúen tras críticas o exigencias de ellos, y acepten 
responsabilidad por fallas, incompetencia o engaño” (2003: 1). 

Para que la fórmula democrática de rendición de cuentas vertical 
funcione, también es necesaria la promoción de acciones de transparencia con 
el objeto de que haya mejores instrumentos para la sanción a sus políticos o 
de partidos específicos. La transparencia no es entonces un sinónimo de 
rendición de cuentas sino un instrumento para alcanzarla. No hay rendición de 
cuentas posible donde el ciudadano no cuenta con mecanismos de control 
sobre las decisiones políticas. En la ecuación básica de la democracia 
moderna, el representante electo rinde cuentas ante el votante en las urnas, 
sin embargo, la mayoría de las veces la literatura obvia la presencia del 

                                                 
4 Esta conceptualización excluye la accountability “social” que es un mecanismo de control “vertical”, no electoral, de 
las autoridades políticas, “basado en las acciones de un amplio espectro de asociaciones y movimientos ciudadanos, 
así como también en acciones mediáticas. Las iniciativas de estos actores tiene por objeto monitorear el 
comportamiento de los funcionarios públicos, exponer y denunciar actos ilegales de éstos y activar la operación de 
instituciones horizontales de control” (Peruzzoti y Smulovitz, 2002: 32).  
5 Existe un criterio de un tercer tipo de rendición de cuentas “diagonal” que siendo categoría residual se refiere al 
fenómeno de vinculación directa de los ciudadanos en los esfuerzos de instituciones de rendición de cuentas 
horizontal para la supervisión de las acciones del Estado (Ver Bovens, 2006).  
6 Nohlen afirma que la rendición de cuentas vertical es “la relación entre los electores y los elegidos por medio de 
las elecciones; en el acto electoral, el elector puede recompensar a un diputado o un partido por sus decisiones o 
no-decisiones (a través de la reelección), o castigarlo (eligiendo a su competidor o al partido competidor)”. Por 
tanto, la rendición de cuentas vertical se identifica claramente mediante la relación que establece el legislador 
individual con su elector y se considera que “este mecanismo institucional eleva la disposición de los elegidos para 
tomar en cuenta las preferencias políticas de los electores” (Nohlen, 2004: 7) e idealmente sus decisiones estarán 
más cerca de las preferencias del elector. 
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partido político y sus propios instrumentos de control sobre los representantes 
de los ciudadanos.  

La pregunta que persiste es ¿a quién representan los representantes? y por 
tanto, ¿a quién están obligados a rendir cuentas? Para responder ambas 
preguntas es necesario aclarar que existen al menos dos concepciones básicas 
sobre el fenómeno de la representación política: aquella que concibe a los 
representantes como delegados del electorado y por otro lado, la que 
describe al representante como un fiduciario.  

Los representantes “delegados” son quienes siguen las preferencias 
expresadas por los representados, tal como se entiende la representación en 
El Federalista de Madison, mientras que el representante “fiduciario” es 
aquél que sigue lo que, según su propio entendimiento, es la mejor acción a 
seguir a favor de los intereses de la ciudadanía. Éste último tipo de 
representación se expresa de manera clara en el clásico discurso a los 
electores de Bristol de Edmund Burke en 1774: 

El Parlamento no es un congreso de embajadores que defienden intereses 
distintos y hostiles, intereses que cada uno de sus miembros debe 
sostener, como agente y abogado, contra otros agentes y abogados, sino 
una asamblea deliberante de una nación, con un interés: el de la 
totalidad; donde deben guiar no los intereses y prejuicios locales, sino el 
bien general que resulta de la razón general del todo. Elegís un diputado; 
pero cuando le habéis escogido, no es el diputado por Bristol, sino un 
miembro del Parlamento. Si el elector local tuviera un interés o formase 
una opinión precipitada, opuestos evidentemente al bien real del resto de 
la comunidad, el diputado por ese punto, debe abstenerse de ninguna 
gestión para llevarlo a efecto” (Burke, [1774] 1942).  

Si la teoría señala que la expectativa es que un legislador “fiduciario” siga 
su propio juicio, la sanción parlamentaria cuando se enfrente a la línea 
partidista puede ser muy alta debido a que los mecanismos de control 
parlamentario son ejercidos por la dirigencia partidista y no por los electores. 
En el caso de México esto se acentúa por la prohibición constitucional a la 
reelección inmediata de legisladores.  
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CUADRO 1. TIPOS DE REPRESENTACIÓN 
 

 INDEPENDENCIA DEL PARTIDO MANDATO DEL PARTIDO 

INDEPENDENCIA DEL VOTANTE FIDUCIARIO (BURKE) REPRESENTACIÓN PARTIDISTA 

MANDATO DEL VOTANTE DELEGADO (MADISON) IMPOSIBILIDAD LÓGICA 

Fuente: Adaptado de Norton y Wood (1993: 27).  
 

El cuadro 1 expresa los potenciales conflictos ante los que se enfrenta el 
legislador cuando adopta cualquiera de los dos rostros de la representación: 
sea como un parlamentario independiente o como representante o delegado. 
En esta perspectiva, el Congreso debe atender los mandatos de la ciudadanía 
pero su eficacia para lograrlo puede variar de acuerdo con su acercamiento 
con los votantes y la interrelación que establezcan institucionalmente. 
Aunque rendición de cuentas no es responsividad, en este tipo de rendición de 
cuentas resulta indispensable para ejercer una representación política 
efectiva.  

En el cuadro 1, también se observa que cuando un representante es 
independiente tanto del partido como de sus votantes, puede ser considerado 
como un fiduciario porque rendirá cuentas de sus acciones frente al 
electorado y frente a su partido hasta la siguiente elección. Mientras que 
aquél que se muestra independiente de su partido pero leal a las “señales” de 
sus votantes, ejercerá una representación por mandato ya que el ejercicio de 
su encargo lo dedicará a perseguir los objetivos que su distrito o 
circunscripción le ha asignado. En el extremo opuesto del cuadro 1, también 
existe la representación partidaria que excluye de su interés el mandato de 
sus votantes y que pone a disposición de la estructura partidaria su posición 
en el órgano representativo, siendo el partido político el que formula un 
mandato al legislador y, a través de diversos mecanismos de estímulos y 
castigos, sanciona o premia la lealtad y la disciplina partidarias. En este 
último caso, el votante queda con la posibilidad de hacer rendir cuentas al 
representante durante las elecciones pero no durante el ejercicio de su 
periodo legislativo. En ese caso, el único instrumento de control que los 
teóricos identifican es la rendición de cuentas social a través de acciones 
mediáticas y de movilización ciudadana (ver Peruzzotti y Smulovitz, 2002).  

La rendición de cuentas vertical es ejercida por el elector, siempre y 
cuando éste cuente con la información suficiente para evaluar el desempeño 
de su representante, su legislador o del cuerpo representativo: la legislatura. 
Cuando no se cuenta con esa información, cuando no está disponible o cuando 
no se garantiza ese derecho, la rendición de cuentas no es posible y, en 
consecuencia, la democracia se debilita. Por ello, garantizar el acceso a la 
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información pública es el punto de partida del ejercicio de una rendición de 
cuentas efectiva en la democracia contemporánea.  

Por lo que se refiere a la rendición de cuentas horizontal, ésta se refiere a 
la “existencia de instituciones estatales que tienen el derecho y el poder legal 
de —y están fácticamente dispuestas y capacitadas para— emprender acciones 
que van desde el contralor rutinario hasta las sanciones legales o el 
impeachement en relación con actuaciones u omisiones de otras instituciones 
del Estado que pueden, en principio o presuntamente, ser calificadas como 
ilícitas” (O’Donnell, 2007: 99). Para que sea efectivo es necesario que haya 
una autoridad legal y que ésta tenga autonomía respecto de la entidad 
fiscalizada, además que “deben existir instituciones estatales autorizadas y 
dispuestas a supervisar, controlar, rectificar y/o sancionar actos ilícitos de 
otras instituciones del estado” (O’Donnell, 2007: 101). En otro sentido, 
algunos académicos emplean el término rendición de cuentas horizontal para 
referirse específicamente a la relación entre los órganos estatales clásicos: 
ejecutivo, legislativo y judicial y sus mecanismos de frenos y contrapesos. En 
este sentido, Nohlen argumenta que la accountability horizontal se da en los 
sistemas presidenciales cuando el Congreso está “en posición 
constitucionalmente legal, políticamente dispuesto, y [es] capaz, de ejercer 
su función de control y aplica los medios de sanción correspondientes, hasta 
llegar a la destitución” (Nohlen, 2004: 7).  

La rendición de cuentas horizontal es efectiva cuando distintos órganos del 
Estado actúan simultáneamente para balancear el poder de los otros, cuya 
legitimidad proviene de distintas fuentes y permite el efectivo ejercicio de los 
frenos y contrapesos institucionales de control del poder. En la rendición de 
cuentas horizontal se formalizan procedimientos para investigar y en su caso 
sancionar a otro órgano estatal por lo que a este tipo de accountability se le 
acusa de ser “la institucionalización legal de la desconfianza política” 
(O’Donnell, 2003: 34) que proviene en gran medida de la teoría liberal de la 
democracia que evita la concentración del poder en manos de uno o muy 
pocos. Madison lo expresó en los textos del El Federalista de la siguiente 
forma:  

…la ambición debe ponerse en juego para contrarrestar la ambición … Al 
organizar un gobierno que ha de ser administrado por los hombres sobre 
los hombres, la gran dificultad estriba en esto: primeramente hay que 
capacitar al gobierno para controlar a los gobernados; y luego obligarlo a 
que se controle a sí mismo … este criterio de suplir, por medio de 
intereses rivales y opuestos, la ausencia de mejores motivos, puede 
encontrarse en todo el sistema de los asuntos humanos, tanto privados 
como públicos (Madison, [1788] 2000: 330). 
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La rendición de cuentas horizontal, según O’Donnell, puede tener efectos 
en dos dimensiones: la transgresión legal7 o la corrupción. La primera se 
refiere al traspaso ilegal de los límites de la autoridad de una institución 
estatal por parte de otra, mientras que la segunda es cuando los servidores 
públicos obtienen ventajas ilícitas para sí mismos o para terceros en el 
ejercicio de su función. De ese modo, la rendición de cuentas horizontal 
puede ser, a su vez, de dos tipos: de balance o asignada. La primera permite 
que las instituciones balanceen el poder y que alguna de ellas no lo 
concentre, sea el legislativo o el ejecutivo, mientras que la segunda es la que 
crea nuevas instituciones para “supervisar, prevenir, desalentar, promover la 
sanción o sancionar acciones u omisiones presuntamente ilegales de otras 
instituciones estatales, nacionales o subnacionales” que no han sido creadas 
para balancear el poder sino para “enfrentar riesgos específicos de 
transgresión o corrupción” (O’Donnell, 2003: 45).  

 

                                                 
7 Según su artículo original: unlawful encroachment.  
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CUADRO 2. TIPOS DE RENDICIÓN DE CUENTAS, INSTRUMENTOS Y SUJETOS 
           
        Sujetos  Instrumentos 
           
           

     
 

 
  

  
Electoral 

 
Ciudadano 
(individual)  

Voto 

           
       

 
  

Vertical 
  

  
   

           
     

 

 

  

 

 
Social 

 

a. Medios de 
comunicación 
 
 
b. ONG’S 
 
 
c. Sociedad civil 
organizada 

 
a. Libertad de expresión: 
Deliberación pública  
 
b. Libertad de asociación: 
Denuncia pública.  
 
c. Derecho de petición. 

      Rendición 
de 

cuentas 
  

        

  

  

 

 

 

  

 
 

Balance 

 

a. Poder 
ejecutivo 
b. Poder 
legislativo 
c. Poder judicial 

 

a. Veto presidencial, decretos, 
control administrativo, 
acción penal.  

b. Fiscalización, Juicio político, 
comisiones de investigación, 
comparecencias, solicitudes 
de información, acuerdos 
parlamentarios, sanción de 
nombramientos. 

c. Revisión judicial, facultad 
de investigación, resolución 
de controversias, acción 
jurisdiccional. 

           
       

 
  

Horizontal 
  

  
   

           
  

  
 

 
 

  
  

Asignada 
 

Órganos 
constitucionales 
Agencias 
semiautónomas 

 

Capacidad de investigación y 
sanción, autonomía parcial, 
especialización, facultad de 
denuncia penal. 

           
Fuente: Adaptado de O’Donnell, 2003: 34-53 y Peruzzotti y Smulovitz, 2002: 27.  
 

Del cuadro 2 se desprende cómo una misma institución y sus integrantes 
son, a la vez, sujetos y objetos de rendición de cuentas. Un parlamento, como 
cualquier otra institución de un Estado democrático, está sujeto a dos tipos 
de rendición de cuentas: vertical en sus dos modalidades —social y electoral— 
donde el sujeto fiscalizador es el ciudadano en ejercicio de sus libertades 
políticas y civiles; horizontal, en sus dos modalidades —balance y designada— 
cuando otras instituciones del Estado ejercen contrapesos frente al legislativo 
y cuando fiscalizan sus acciones y tienen la capacidad de impedir presuntos 
abusos. Al mismo tiempo, el poder legislativo ejerce las mismas funciones de 
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órgano que balancea a otros poderes y cuenta con instrumentos sofisticados y 
agencias semiautónomas para la fiscalización de otros agentes públicos. En 
esta investigación, el análisis de la rendición de cuentas hará énfasis en la 
rendición de cuentas horizontal, de balance y asignada, siendo el poder 
legislativo sujeto y objeto de la fiscalización y los mecanismos de control.  

El control permite garantizar, por parte de los parlamentos, el ejercicio 
de un gobierno democrático y sujeto a límites constitucionales. El control 
parlamentario es el “examen, vigilancia y supervisión del gobierno y los 
organismos públicos, con inclusión de la ejecución de la política y la 
legislación” (UIP, 2007: 9). No obstante, el propio Parlamento debe adoptar 
medidas que, a su vez, permitan a la sociedad contar con instrumentos de 
control hacia las propias decisiones legislativas y la actuación de sus 
representantes. Es decir, el Parlamento es sujeto de rendición de cuentas y a 
su vez rinde cuentas. El cuadro 3 describe el tipo de instrumentos con que 
cuentan los órganos del Estado mexicano para rendir cuentas y exigirlas en 
virtud de la doble dimensión en que se encuentran las instituciones y las 
funciones que son ejercidas por mandato constitucional o por disposiciones 
legales.  

 
CUADRO 3. ESQUEMA PARA EL ANÁLISIS DEL SISTEMA DE RENDICIÓN DE CUENTAS DEL 

PODER LEGISLATIVO 
 

Dimensiones 
de control 

Órgano/Actor 
sujeto a rendición 

de cuentas 

Órgano/Actor al 
que se rinde 

cuentas 

Criterios funcionales de 
la rendición de cuentas 

Interorgánico  
Legislativo 
(nivel colectivo) 

RC vertical:  
Ciudadanía  
Sociedad civil  
 
RC horizontal:  
Órganos estatales 

Representación 
Transparencia/Acceso a la 
información 
Responsabilidad de actos 
Eficacia/Sanción 

Intraorgánico 

 
 
Legislativo 
(nivel individual) 
 
Legislativo 
(nivel colectivo) 
 
 

RC vertical:  
Electoral  
Social  
 
 
RC horizontal 
interno: 
Órganos internos 
del poder legislativo 
 

 
Representación 
Transparencia/Acceso a la 
información  
Responsabilidad de actos 
Eficacia/Sanción 
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El cuadro anterior se apoya en la teoría constitucional que señala la existencia 
de al menos dos tipos de controles,8 el de distribución del poder entre órganos 
del Estado y el de negación del poder para frenar posibles decisiones 
autoritarias de uno de ellos. En cualquier caso, esos controles son ejercidos en 
al menos dos vías, por un lado interórganos que emplean instrumentos de 
freno y contrapesos; por otro lado intraórganos que permiten controlar 
decisiones hacia el interior de los propios órganos. La existencia de órganos no 
electos de carácter constitucional también pueden ser mecanismos de control 
ejercido por órganos públicos que permitan activar mecanismos de 
participación social para influir en las decisiones públicas y evaluar 
permanentemente a los gobernantes y representantes parlamentarios.  

En la literatura sobre la rendición de cuentas del poder legislativo, el 
énfasis se coloca en la observancia de la legalidad y la garantía de la libertad 
individual mediante el control del poder interinstitucional. Es decir, el diseño 
institucional del Congreso le otorga facultades y ejerce funciones con el fin de 
que los otros poderes le rindan cuentas en virtud de que históricamente tuvo 
el carácter de depositario de la soberanía del pueblo. Con base en esta 
tradición y aunque el poder legislativo no es soberano, en los sistemas 
presidenciales de división de poderes se depositó la función de fiscalización a 
los otros órganos en el Congreso.  

Es importante destacar que el carácter endógeno de la normatividad 
parlamentaria es propio del poder legislativo. La reglamentación que una 
legislatura se otorga a sí misma, se ha justificado teóricamente para asegurar 
su autonomía respecto de los otros poderes. Por ello, la Ley Orgánica del 
Congreso en México y sus reglamentos, como en otras legislaturas, no pasan 
por la sanción del ejecutivo como cualquier otro ordenamiento legal.  

La autonomía de una legislatura se manifiesta en dos vertientes: la 
autonomía organizativa-funcional, que es la capacidad de un Congreso para 
autorreglamentarse sin interferencia de otros poderes u órganos y la 
autonomía financiera que le permite a la legislatura fijar el monto y ejercer 
sus gastos sin la intervención de agentes externos, incluso para el proceso de 
fiscalización (Punset, 2001: 412-415). Esto permite que las legislaturas se 
autoimpongan reglamentos laxos y normen sus actividades por acuerdos 
coyunturales.9 Se ha justificado erróneamente la autonomía de las legislaturas 
a través del concepto de “soberanía parlamentaria” de los regímenes 
tradicionales donde el Parlamento era reconocido como “el producto de la 
soberanía del pueblo, del cual emanaba todo el poder” (IPU, 1963: 72-73), sin 
embargo ésta no tiene cabida en las democracias presidenciales modernas 
                                                 
8 Ver Loewenstein, 1989.  
9 Sobre el control de los actos propios de la autonomía parlamentaria, se puede ver la interpretación de Ramón 
Punset (2001) quien señala que los actos y reglamentos parlamentarios pueden ser sujetos de control jurisdiccional 
exclusivamente por vicios procedimentales, competenciales o materiales. Esta autorreferencia reglamentaria no es 
exclusiva de México, es propia de los poderes legislativos más tradicionales que les permite estar ausentes de 
cualquier tipo de control externo.  
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donde la soberanía reside en el pueblo y la única supremacía es la 
constitucional. En una democracia constitucional de separación de poderes, 
todos los órganos del poder deben estar sujetos a controles y contrapesos que 
prevengan el ejercicio autoritario del poder. La prevención del abuso de 
poder no debe ser exclusiva para controlar los actos del ejecutivo, sino 
también para prevenir la concentración del poder en los otros poderes y así, 
evitar tiranías parlamentarias propias de regímenes decimonónicos.  

Por ello, es necesario preguntarse ¿a quién, de qué y cómo rinde cuentas 
el poder legislativo? ¿Éste rinde cuentas en tanto colectividad o sus 
legisladores en tanto representantes de intereses diversos? Aquí se intenta 
responder a esas interrogantes mediante el análisis detallado de sus 
responsabilidades.  

 
1.2. Premisas para el análisis 
En suma, la rendición de cuentas en el poder legislativo opera en dos 
dimensiones (interorgánica e intraorgánica) y en dos niveles (individual y 
colectivo) y se puede ejercer a través de diferentes instrumentos. La primera 
dimensión opera a través de los controles institucionales que los poderes del 
Estado ejercen sobre sí. La división de poderes, los frenos y contrapesos, y las 
responsabilidades compartidas, son mecanismos para limitar el ejercicio 
autoritario del poder y garantizar la libertad y el ejercicio pleno de los 
derechos políticos de la ciudadanía.  

La dimensión interorgánica opera en el nivel colectivo ya que las 
facultades le son otorgadas al Congreso como tal y en esa capacidad ejerce 
controles sobre los otros poderes. El diseño institucional, como se ha dicho 
aquí, propicia que sea el poder legislativo el que mayores instrumentos de 
control y fiscalización ejerza sobre los otros poderes e incluso sobre órganos 
del Estado y agencias semiautónomas. En sentido contrario, ni el ejecutivo ni 
el judicial cuentan con instrumentos similares que les permitan balancear el 
poder de la legislatura. En el nivel individual, los legisladores no son 
responsables ante ninguna institución externa al propio Parlamento y sus 
mecanismos intraorgánicos, esa es una de las razones por las cuales se les 
garantiza inmunidad parlamentaria o fuero constitucional.  

En el nivel individual, los legisladores deben ser responsables ante sus 
representados, sin embargo los partidos políticos son los principales vehículos 
para la representación política y eventualmente para la adopción de 
decisiones en el ámbito parlamentario. Son los ciudadanos quienes 
formalmente pueden sancionar al representante por sus acciones, siempre y 
cuando se cuente con la información necesaria para evaluar su actividad en el 
Parlamento, pero son los partidos los que cuentan con incentivos 
institucionales para controlar las acciones de sus miembros.  

El Congreso es una institución política cuyas atribuciones, pero 
primordialmente su origen representativo del interés general, le asignan 
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tareas de control hacia los otros poderes del Estado. A diferencia de la 
burocracia o la judicatura, los representantes populares son formalmente 
iguales entre sí, por lo que los mecanismos de rendición de cuentas internos 
son débiles y muchas veces sus procedimientos de sanción nulos o 
discrecionales. Sus miembros no están relacionados jerárquicamente y por 
ende los sujetos a quienes deben rendir cuentas se encuentran fuera de la 
arena parlamentaria, es decir, en los liderazgos de los partidos políticos y en 
los votantes de sus respectivos distritos o circunscripciones.  

Se reconoce aquí un concepto mínimo de rendición de cuentas que 
describe a ésta como una relación entre dos sujetos, uno que rinde cuentas 
(A) y otro al que le rinden cuentas (Y). En esa relación, el sujeto A rinde 
cuentas con respecto a M (M corresponde a su responsabilidad y las decisiones 
por las que debe rendir cuentas) cuando un individuo, órgano o institución (Y) 
puede requerirle formalmente a A que le informe, explique y justifique su 
conducta con respecto a M. En ese sistema de rendición de cuentas, el sujeto 
Y debe contar con los instrumentos de sanción por su desempeño (Philp, 2009: 
32).10 Así, en este análisis, Y es el propio Congreso frente a otros poderes, y 
también es A frente a la ciudadanía; mientras que M son todas las funciones 
que desempeña en el ámbito de sus responsabilidades y acciones. Es 
importante destacar que donde no existe sanción, no hay rendición de cuentas 
posible.  

2. El sistema de rendición de cuentas del poder legislativo en 
México 

En este capítulo se describe el papel que ha desempeñado el poder legislativo 
en México en materia de rendición de cuentas, como poder al que los otros 
poderes le rinden cuentas y como órgano que rinde cuentas. Dicho de otra 
manera, como órgano fiscalizador pero también fiscalizable.  

Este capítulo se divide en dos secciones. La primera, de carácter 
descriptivo, presenta las principales características que definieron el diseño 
institucional del poder legislativo. En el recuento de este poder, se 
enfatizarán las funciones de control, las razones para la abdicación del 
ejercicio de estas funciones y las transformaciones que ha tenido en los 
últimos años. La segunda sección describe el sistema de rendición de cuentas 
en la actualidad a través de dos dimensiones de análisis —interorgánica e 
intraorgánica— y en dos niveles —colectiva e individual—.  

El objetivo es analizar el marco normativo que regula las funciones del 
poder legislativo desde la perspectiva de un órgano que debe rendir cuentas a 
                                                 
10 Esta definición de Philp tiene cuatro elementos básicos: 1) el agente o institución que es llamado a rendir cuentas, 
en este caso el Congreso y los legisladores; 2) el agente o institución (Y) a quien se rinde cuentas, puede ser el 
ciudadano u otros órganos de poder; 3) las responsabilidades o conjunto de acciones sobre los cuales se rinde 
cuentas; y, 4) la capacidad formal del agente Y para exigir a A que rinda cuentas (2009: 32).  
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la sociedad. Se presenta un panorama general de las obligaciones y 
responsabilidades asignadas al legislativo según mandato legal en los distintos 
niveles jerárquicos de la estructura jurídica: desde la Constitución hasta los 
acuerdos parlamentarios. También se describe la forma en que el poder 
legislativo en México distribuye y ejerce los recursos públicos y sus 
mecanismos de rendición de cuentas de los mismos.  

El capítulo termina con las conclusiones a que llega la investigación en 
relación con cada una de las funciones de este poder.  
 
2.1. Antecedentes del sistema de rendición de cuentas del 
poder legislativo en México 
Como se expresó en el capítulo anterior, el proceso de rendición de cuentas 
implica no sólo la disponibilidad de información sino la existencia de actores 
responsables definidos y procesos institucionalizados para hacer de éste, un 
proceso obligatorio y efectivo. Cabe destacar que, como se muestra a 
continuación, hasta hace muy poco el tema de la rendición de cuentas del 
poder legislativo frente a la ciudadanía, esto es, el concepto de un legislativo 
que debe rendir cuentas, simplemente estuvo fuera de la discusión pública. El 
tema era que el poder legislativo no actuaba como contrapeso del ejecutivo y 
no era materia de discusión el que fuera un órgano de poder sin obligación de 
informar y rendir cuentas de su trabajo y los recursos que se le asignaban.  

Los sistemas de fiscalización y algunas facultades de control ejercidas por 
el órgano legislativo son ejemplo de la tradición de controles interorgánicos 
cuyo origen en nuestro caso se remonta a la etapa novohispana. El diseño 
constitucional de principios del siglo XIX fue heredado por la tradición 
española, lo mismo que las entonces novedosas instituciones de fiscalización 
de las cuentas públicas, cuyo origen data de las Contadurías Mayores de 
Hacienda que sustituyeron a los Mayordomos Mayores de la Corte española 
desde principios del siglo XIV. En la transición del régimen colonial al 
independiente y durante el siglo XIX, se conservó la función del poder 
legislativo para revisar la cuenta pública y que fuera éste el facultado para 
que le rindieran cuentas los otros órganos del poder.11 Así, una revisión de las 
sucesivas constituciones desde 1824 hasta 1857 muestra a un poder legislativo 
fiscalizador pero no fiscalizable.  

La Constitución de 1917 marcó el rumbo que tendría el nuevo orden 
constitucional mexicano posrevolucionario. Una de las características que 
entonces se buscó redefinir fue el equilibrio de poderes y el establecimiento 
de mayores mecanismos de frenos y contrapesos entre los poderes del Estado.  

                                                 
11 Una descripción de los antecedentes de la fiscalización a las cuentas del gobierno a través del órgano 
semiautónomo de la Contaduría Mayor de Hacienda se puede revisar en Solares (2004) y el marco jurídico en la 
compilación de la Auditoría Superior de la Federación (2005).  
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A pesar del otorgamiento de facultades de control al legislativo, la historia 
se encargó de evidenciar cómo el ejecutivo logró someter a éste a través de 
estratégicas reformas políticas posteriores a la promulgación de la nueva 
Constitución (Marván, 2002: 128).  

Adicionalmente, cabe destacar que, en lo que se refiere a la función 
fiscalizadora del poder legislativo, la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de 
Hacienda de 1936 anuló la capacidad que este órgano tenía para consignar 
directamente ante un juez a los empleados que tuvieran responsabilidad 
criminal o pecuniaria que sí estaba establecida desde 1896. Esta facultad fue 
reducida a la de “poner en conocimiento de la Cámara de Diputados a través 
de su comisión inspectora”, con lo que se dejó totalmente en manos de la 
voluntad de la mayoría de ésta la posibilidad de juzgar penalmente el mal uso 
de los recursos públicos.  

Durante los años de partido hegemónico fue altamente improbable que el 
Congreso exigiera cuentas al ejecutivo. Los actos formales como la 
presentación de informes o comparecencia de funcionarios públicos eran 
trámites constitucionales o rituales de confirmación del liderazgo 
presidencial. La existencia de un partido altamente centralizado y 
disciplinado, la coincidencia de la titularidad de la presidencia del país y el 
liderazgo del partido oficial en la misma persona, con mayorías legislativas en 
ambas cámaras imposibles de vencer y la cláusula de la no reelección hicieron 
que la rendición de cuentas de los legisladores estuviese dirigida a un 
“principal”, el presidente de la república. El único elector era el titular del 
ejecutivo en su calidad de líder partidista, y era el único agente fiscalizador 
de las acciones del poder legislativo y de sus integrantes. Las sanciones, 
también, fueron casi siempre informales y, en consecuencia, existía una 
relación desequilibrada entre ambos poderes. En ese contexto, la rendición de 
cuentas del poder legislativo frente a sus “verdaderos” principales —los 
electores— no se ejerció y era poco probable que sucediera (Casar, 1999). 

Esta situación se fue transformando como resultado de las reformas 
político-administrativas de 197612 y de las político-electorales iniciadas en 
1978 hasta dar como resultado el primer gobierno sin mayoría en 1997. La 
pluralidad así alcanzada tuvo repercusiones en el sistema de rendición de 
cuentas de otros poderes frente al legislativo, aunque como se verá más 
adelante, aún no al interior del propio Congreso.13 

Uno de los efectos visibles e inmediatos de la reconfiguración del Congreso 
con mayoría opositora en la Cámara de Diputados a partir de 1997 fue el 

                                                 
12 La reforma de la administración pública federal de 1976 normó la relación entre los secretarios de Estado y el 
Congreso para informar sobre la situación que guardaban los asuntos de su competencia. Ver Lomelí y Zebadúa 
(1998).  
13 Para un análisis detallado de las relaciones ejecutivo-legislativo en gobiernos divididos se recomiendan los textos 
de Casar (2008) y Nacif (2004). La literatura sobre la “rendición de cuentas” en el México contemporáneo hace 
énfasis en la rendición horizontal interorgánica donde el Legislativo fiscaliza las cuentas del gobierno pero no las 
propias, ni la rendición de cuentas intraorgánica.  
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incremento en las actividades de fiscalización hacia el ejecutivo. Dos eventos 
sobresalieron respecto a este tema. En 1997 se formalizó que un partido 
político diferente al del titular del ejecutivo presidiera la Comisión de 
Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda14 y, en 1999 se reformaron los 
artículos 73, 74, 78 y 79 constitucionales que crearon la Auditoría Superior de 
la Federación. En 2000, se aprobó la Ley de Fiscalización Superior de la 
Federación que otorgó mayores capacidades técnicas y autonomía de gestión 
a este órgano de apoyo técnico del poder legislativo. Además que su 
capacidad de sanción se ha ampliado para incluir responsabilidades 
resarcitorias a servidores públicos y particulares, responsabilidades 
administrativas, así como de denuncias y querellas ante la Procuraduría 
General de la República para procesar penalmente a los servidores públicos.  

Así, la función fiscalizadora del poder legislativo se fue ampliando y 
consolidando gracias a una estructura jurídica e institucional que ha 
desarrollado nuevos instrumentos que le permiten ejercer controles sobre el 
uso de los recursos públicos y el desempeño de las dependencias de la 
administración pública federal. No obstante que estos instrumentos aún se 
encuentran sometidos a intereses de carácter político de la mayoría 
legislativa del Congreso.  

Durante varios años no hubo una exigencia legal ni ciudadana para que el 
poder legislativo informara y rindiera cuentas sobre sus actividades, del 
cumplimiento de sus mandatos ni del uso de recursos. Esta situación cambió 
radicalmente a partir de que, como parte del proceso de institucionalización 
de la rendición de cuentas en México, el Congreso aprobó en 2003 la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 
que reglamentaba la reforma de 1977 al art. 6º constitucional en materia de 
derecho a la información, y que creó el Instituto Federal de Acceso a la 
Información.15  

En esa nueva disposición, se determinó la obligatoriedad de dependencias 
y entidades públicas a dar acceso a la información contenida en sus 
documentos respecto de sus funciones, ejercicio del gasto y desempeño en 
general. Se incluyó entonces como sujetos obligados tanto a los Poderes de la 
Unión como a los órganos constitucionales autónomos y cualquier otro órgano 
federal. Por primera vez desde 1824, el Congreso quedó obligado a poner a 
disposición pública la información que ahí se genera. Si bien su desempeño en 
materia de transparencia ha sido pobre, éste se debe en gran medida a la 
ausencia de sanciones específicas para que las cámaras del Congreso, los 
legisladores y los funcionarios del poder legislativo pongan a disposición de la 
                                                 
14 En el debate para la configuración de mesas directivas de las comisiones legislativas al inicio de la LVII Legislatura, 
los partidos acordaron que un partido distinto al del gobierno tendría la presidencia de la Comisión de Vigilancia. 
Ese acuerdo se ha respetado en las legislaturas siguientes. Ver el Diario de los Debates del martes 30 de septiembre 
de 1997, año I, núm. 14, pp. 515-528. 
15 Para un análisis meticuloso del marco jurídico sobre el tema, ver el capítulo de Sergio López Ayllón en este 
mismo informe del proyecto CIDE-Hewlett.  
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sociedad la información mínima dispuesta por ley, a la persistencia de un 
marco legal carente de mecanismos para la rendición de cuentas intraorgánica 
—tanto colectiva como individual— y a la resistencia de los líderes 
parlamentarios a ser sometidos a mecanismos institucionales que 
efectivamente los obliguen a dar cuenta del manejo de los recursos públicos y 
de las decisiones que cotidianamente toman.  

 
2.2. Descripción del sistema de rendición de cuentas del poder 
legislativo en México  
En este apartado se describe el marco normativo del sistema de rendición de 
cuentas vigente para el poder legislativo en México. Para ello, se presenta un 
catálogo de responsabilidades legales que le son asignadas al Congreso en dos 
dimensiones —interorgánica e intraorgánica— y en los niveles individual (para 
legisladores) y colectivo (para los órganos parlamentarios del Congreso).  

La información está organizada a través de dos clasificadores, por una 
parte, las obligaciones o mandatos que la constitución, leyes y reglamentos 
dan al poder legislativo y, por la otra, a través del tipo de función que 
corresponda al Congreso en nuestro orden normativo: político-administrativa, 
de representación, de control, legislativa y jurisdiccional, que se describen a 
continuación.  

Las tareas que desempeña el poder legislativo tienen distintos ámbitos de 
responsabilidad. Por ello, para analizarlo desde la perspectiva de la rendición 
de cuentas se propone agrupar sus facultades en cinco funciones:  

 Representación. Es la función que tiene como propósito expresar, 
vincular y proteger los intereses, valores y demandas de los ciudadanos 
con el proceso parlamentario y las decisiones que les afectan. Incluye 
labores como las de gestoría, cabildeo y pronunciamientos, entre otros.  

 Legislativa. Consiste en la presentación, deliberación y aprobación o 
rechazo de propuestas de creación o reforma de normas de aplicación 
general16 y se ejerce por medio de las deliberaciones y del voto en 
comisiones y en el Pleno. 

 Político-administrativa. Es la actividad que desarrolla la legislatura 
como parte del proceso administrativo público mediante 
nombramientos, ratificaciones, designaciones relativos a otros órganos 
de gobierno, así como a los actos formales en materia administrativa 
relacionados a la vida interna de cada una de sus cámaras. 

 De control. Es la actividad que un órgano ejerce sobre otro con el fin 
de cerciorarse del cumplimiento de que cada órgano o nivel de 
gobierno se mantenga dentro de su esfera de competencia y asegurarse 

                                                 
16 Para los fines de la presente investigación, la capacidad y/u obligación para imponer contribuciones y aprobar el 
gasto público serán integradas a la función legislativa.  
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del acatamiento de sus facultades de acuerdo con lo que las leyes 
obligan. 

 Jurisdiccional. Es la actividad de aplicar el derecho en caso concreto 
de controversia. La ejercen las cámaras a través de la declaración de 
procedencia y del juicio político.  

Estas funciones se encuentran definidas y establecidas en los siguientes 
ordenamientos:  

a. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). 
b. Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos 

(LOCGEUM).  
c. Ley de Fiscalización Superior de la Federación (LFSF) y Ley de 

Fiscalización y Rendición de Cuentas (LFRC).17  
d. Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH). 
e. Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental (LT).  
f. Reglamento de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Protección de Datos Personales de la Cámara de Diputados (RTCD).  
g. Acuerdo Parlamentario para la Aplicación de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental en la 
Cámara de Senadores (APTS). 

A partir de ellos, construimos un catálogo de obligaciones del Congreso, 
que permite al lector identificar la obligación, el responsable específico de su 
cumplimiento y la existencia o no de sanciones para castigar su 
incumplimiento.  

Debe aclararse que este catálogo no es exhaustivo, en tanto que sólo se 
presentan los mandatos y no las prerrogativas o facultades que, en estricto 
sentido, no pueden sancionarse en virtud de que su ejercicio es un derecho y 
no una obligación.  

Los cuadros que presentan las obligaciones del Congreso y de los 
legisladores están organizados de la siguiente manera: la primera columna 
señala el ordenamiento legal y la norma, artículo, capítulo, apartado o inciso 
de la obligación legal y su ordenamiento; la segunda columna resume el 
mandato específico de la ley;18 la tercera columna identifica al sujeto 
específico de rendición de cuentas; la cuarta columna muestra cuándo existe 
una sanción prevista legalmente19 y la quinta columna clasifica la función 
parlamentaria respectiva.  

                                                 
17 También se incluyó la recién aprobada Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas, a pesar de que ha sido 
promulgada apenas el último día hábil de mayo de 2009.  
18 El contenido, en los términos exactos de la norma, se puede revisar a detalle en el Anexo 1.  
19 N.D. significa no disponible porque el mandato no lo prevé y N.A. significa no aplica por ser una facultad o 
prerrogativa y no necesariamente una responsabilidad.  
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A. Obligaciones constitucionales  
 
i. Obligaciones constitucionales colectivas 
En esta sección se describen las responsabilidades que están directamente 
asignadas a los órganos parlamentarios en la Constitución. Las 
responsabilidades ahí enlistadas son mandatos que ordenan el cumplimiento 
de tareas que corresponden a las cámaras en el ámbito de la administración 
pública federal, en las tareas legislativas y de representación, así como en el 
ejercicio de las funciones de fiscalización.  

En general, la Constitución es omisa en cuanto al establecimiento de 
sanciones a órganos colectivos del Congreso por no cumplir con las 
obligaciones que le impone. Tampoco designa responsables específicos por su 
incumplimiento como sí lo hace para los casos de funcionarios del poder 
ejecutivo o del judicial cuando les impone responsabilidades. 

La función legislativa del Congreso está establecida principalmente en el 
art. 73 constitucional que otorga facultades para legislar en diversas materias 
pero no señala cuáles serán las sanciones en caso de no ejercerlas o no 
cumplir con esa responsabilidad. Es decir, se le faculta al Congreso para 
legislar en diversas materias pero no se aclara qué sucede en caso de que no 
lo haga. En todo caso se trata de una condición potestativa que depende de la 
voluntad del legislador y de la mayoría legislativa. La excepción más 
importante es la aprobación anual de la Ley de Ingresos y Presupuesto de 
Egresos que contiene plazos de aprobación pero sin consecuencias en caso de 
no aprobación. El único control interorgánico es ejercido por el poder judicial 
a través de la revisión constitucional de leyes y el único mecanismo de 
rendición de cuentas indirecto es el voto del electorado. 
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CUADRO 4. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DEL CONGRESO, NIVEL COLECTIVO 
FUNCIÓN LEGISLATIVA 

 

LEY DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN ASIGNADA SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

CPEUM, ART. 
2, INCISO B, 
FRACCIÓN IX, 
PÁRRAFO 1 Y 

2.  

LA CÁMARA DE DIPUTADOS ESTABLECERÁ LAS 

PARTIDAS ESPECÍFICAS DESTINADAS AL 

CUMPLIMIENTO DE PRIORIDADES EN MATERIA 

INDÍGENA EN LOS PRESUPUESTOS DE EGRESOS  

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, ART. 
66.  

EL PRIMER PERIODO NO PODRÁ PROLONGARSE 

SINO HASTA EL 15 DE DICIEMBRE, EXCEPTO EL 

PRIMER AÑO DE GOBIERNO. EL SEGUNDO HASTA EL 

30 DE ABRIL.  

CÁMARA DE 

DIPUTADOS Y 

SENADO 
N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, ART. 
73, VII.  

ES FACULTAD DEL CONGRESO IMPONER LAS 

CONTRIBUCIONES NECESARIAS A CUBRIR EL 

PRESUPUESTO. 
CONGRESO N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, ART. 
74, IV.  

APROBAR ANUALMENTE EL PRESUPUESTO DE 

EGRESOS, PREVIO EXAMEN, DISCUSIÓN Y, EN SU 

CASO, MODIFICACIÓN DEL PROYECTO ENVIADO 

POR EL EJECUTIVO. LA CÁMARA DEBERÁ APROBAR 

EL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN 

A MÁS TARDAR EL DÍA 15 DE NOVIEMBRE. 

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, ART. 
75. 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS, AL APROBAR EL 

PRESUPUESTO DE EGRESOS, NO PODRÁ DEJAR DE 

SEÑALAR LA RETRIBUCIÓN QUE CORRESPONDA A 

UN EMPLEO QUE ESTÉ ESTABLECIDO POR LA LEY. 

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, ART. 
102, B.  

EL CONGRESO DE LA UNIÓN Y LAS LEGISLATURAS 

DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS CREARÁN 

ÓRGANOS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 

HUMANOS.  

CONGRESO N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, ART. 
109. 

EL CONGRESO DE LA UNIÓN Y LAS LEGISLATURAS 

LOCALES EXPEDIRÁN LAS LEYES DE 

RESPONSABILIDADES DE SERVIDORES PÚBLICOS. 

CONGRESO Y 

LEGISLATURAS 
N.D. 

LEGISLATIVA 
 

CPEUM, ART. 
117. 

EL CONGRESO Y LEGISLATURAS LOCALES 

DICTARÁN LEYES ENCAMINADAS A COMBATIR EL 

ALCOHOLISMO.  
CONGRESO N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, ART. 
122, A, I A 

V.  

CORRESPONDE AL CONGRESO LEGISLAR EN LO 

RELATIVO AL DF. 
CONGRESO DE 

LA UNIÓN 
N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, 
TÍTULO 

SEXTO, ART. 
123.  

EL CONGRESO DEBERÁ EXPEDIR LEYES SOBRE EL 

TRABAJO. 
CONGRESO DE 

LA UNIÓN 
N.D. LEGISLATIVA 

CPEUM, ART. 
130. 

EL CONGRESO DE LA UNIÓN LEGISLARÁ EN 

MATERIA DE CULTO PÚBLICO Y DE IGLESIAS Y 

AGRUPACIONES RELIGIOSAS 

CONGRESO DE 

LA UNIÓN 
N.D. LEGISLATIVA 

 
Como se observa, el procedimiento para la aprobación del presupuesto 

está sujeto a las disposiciones constitucionales y facultades que se el otorgan 
en exclusiva a la Cámara de Diputados, así como los plazos para su 
aprobación. En el ejercicio de esta disposición, el poder legislativo suele 
ajustarse a los plazos constitucionales, sin embargo cuando no es así, no 
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existe sanción legal alguna para sus miembros o sus órganos de gobierno por 
su incumplimiento. Adicionalmente, en el cuadro 5 se pueden apreciar las 
fechas de entrega del proyecto por parte del ejecutivo y las fechas de 
aprobación. Se anotan, en la tercera columna, las fechas en que la comisión 
de presupuesto aprobó el dictamen, lo que nos permite ubicar el tiempo que 
tuvo un legislador en conocer el dictamen y votarlo en el pleno. En la mayoría 
de los casos no pasa un día en que se presenta el dictamen y, con la dispensa 
de todos los trámites y lecturas, se vota en el pleno. 
 

CUADRO 5. APROBACIÓN DE DECRETO DE PRESUPUESTO EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

 

AÑO DEL 

PRESUPUESTO 
FECHA DE ENTREGA DEL 

PROYECTO DEL EJECUTIVO 

FECHA DE APROBACIÓN 

DEL DICTAMEN EN 

COMISIONES 

FECHA APROBACIÓN DEL 

DECRETO EN EL PLENO 

1998 11/NOV/1997 N.D. 14/DIC/1997 
1999 13/NOV/1998 31/DIC/1998 31/DIC/199820 
2000 11/NOV/1999 21/DIC/1999 28/DIC/1999 
2001 07/DIC/2000 28/DIC/2000 28/DIC/2000 
2002 13/NOV/2001 31/DIC/2001 31/DIC/2001 
2003 07/NOV/2002 N.D. 15/DIC/2002 
2004 06/NOV/2003 28/DIC/2003 31/DIC/2003 
2005 09/SEP/2004* 17/NOV/2004 18/NOV/2004 
2006 07/SEP/2005 14/NOV/2005 15/NOV/2005 
2007 05/DIC/2006 22/DIC/2006 22/DIC/2006 
2008 11/SEP/2007 12/NOV/2007 12/NOV/2007 
2009 09/SEP/2008 12/NOV/2008 12/NOV/2008 

Fuente: Elaboración propia con información de la Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados. 
*Año de aprobación de las nuevas disposiciones constitucionales y legales que establecieron nuevos 
plazos 

 
En cuanto a las obligaciones de control del poder legislativo sobre otros 

órganos, la Constitución también es omisa y permite que no se tengan 
criterios prácticos para verificar el cumplimiento de sus obligaciones, en 
particular las que se refieren a la revisión de la Cuenta Pública y a la 
evaluación del desempeño de la Auditoría Superior de la Federación.  
 

                                                 
20 Existe una incongruencia en las fechas de presentación y aprobación porque, con el fin de aparentar que no se 
violó la ley y evitar un problema de nulidad jurídica del acto legislativo, el Pleno de la Cámara de Diputados se 
declaró en sesión permanente y, aunque se aprobó hasta el 31 de diciembre, se registró oficialmente como 21 de 
diciembre. Esta práctica se repitió en la LVIII Legislatura y se ha creado un precedente de violación de plazos 
constitucionales, sin que haya sanción alguna.  
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CUADRO 6. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DEL CONGRESO, NIVEL COLECTIVO 
FUNCIÓN DE CONTROL 

 

LEY  DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN ASIGNADA SUJETO  SANCIÓN FUNCIÓN 

CPEUM, ART. 
74, II.  

ES FACULTAD EXCLUSIVA DE LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS COORDINAR Y EVALUAR, SIN 

PERJUICIO DE SU AUTONOMÍA TÉCNICA Y DE 

GESTIÓN, EL DESEMPEÑO DE LAS FUNCIONES DE 

LA ENTIDAD DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA 

FEDERACIÓN. 

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. DE CONTROL 

CPEUM, ART. 
74, VI.  

ES FACULTAD DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

REVISAR LA CUENTA PÚBLICA A TRAVÉS DE LA 

ENTIDAD DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA 

FEDERACIÓN Y DETERMINAR RESPONSABILIDADES 

[…]  
LA CÁMARA CONCLUIRÁ LA REVISIÓN DE LA 

CUENTA PÚBLICA A MÁS TARDAR EL 30 DE 

SEPTIEMBRE DEL AÑO SIGUIENTE AL DE SU 

PRESENTACIÓN. 

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. DE CONTROL 

CPEUM, ART. 
76, I.  

ES FACULTAD EXCLUSIVA DEL SENADO ANALIZAR 

LA POLÍTICA EXTERIOR DESARROLLADA POR EL 

EJECUTIVO FEDERAL Y RATIFICAR LOS TRATADOS 

INTERNACIONALES QUE EL EJECUTIVO FIRME.  

SENADO N.D. DE CONTROL 

CPEUM, ART. 
79, I Y II.  

LA ENTIDAD DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA 

FEDERACIÓN FISCALIZA LOS INGRESOS Y 

EGRESOS Y RECURSOS FEDERALES, CON 

EXCEPCIÓN DE LAS PARTICIPACIONES FEDERALES 

Y ENTREGA EL INFORME DEL RESULTADO DE LA 

REVISIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA A LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS A MÁS TARDAR EL 20 DE FEBRERO 

DEL AÑO SIGUIENTE AL DE SU PRESENTACIÓN.  

ASF N.D. DE CONTROL 

CPEUM, ART. 
88. 

EL SENADO AUTORIZA AUSENCIAS DEL 

TERRITORIO NACIONAL MAYORES A SIETE DÍAS 

DEL PRESIDENTE. 
SENADO N.A. DE CONTROL 

 
Como se observa en el cuadro 6, el Congreso cuenta con la facultad de 

fiscalizar la cuenta pública a través del órgano superior de fiscalización que 
depende de una comisión de la Cámara de Diputados. Es preciso diferenciar 
entre el cumplimiento de la actividad técnica de fiscalización, a cargo de la 
Auditoría Superior de la Federación, y la voluntad política de la mayoría 
legislativa para analizar los informes técnicos y aprobar o rechazar la cuenta 
pública. 

El proceso de institucionalización del órgano superior de fiscalización en 
los años recientes ha representado un avance significativo para el 
cumplimiento de esta tarea, pero el riesgo de que la revisión de la cuenta 
pública quede sometida a intereses partidistas sigue latente y es un problema 
recurrente causado por los controles políticos con que cuenta la Comisión de 
Vigilancia sobre la auditoría. Mientras que la auditoría cuenta con plazos 
fatales y sanciones directas a sus funcionarios por incumplimiento, la 
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Comisión de Vigilancia carece de los mismos y puede retrasar la entrega al 
Pleno de los informes de la Auditoría. 

En los últimos seis años, la auditoría ha entregado a la Cámara de 
Diputados los informes del resultado de la revisión y fiscalización de la cuenta 
pública dentro de los plazos fijados por la ley, pero la Cámara de Diputados 
ha retrasado la aprobación de tales informes. El cuadro 6 muestra las fechas 
de entrega de los informes técnicos y, donde es el caso, de las que se han 
votado por el Pleno. Por último, debemos mencionar que el “rechazo” de la 
cuenta pública por el Pleno de la Cámara de Diputados no tiene más que 
efectos políticos.  

 
CUADRO 7. CUMPLIMIENTO DE LA REVISIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA 

 

AÑO  
CUENTA 

PÚBLICA 

ENTREGA DEL INFORME DE LA ASF 

(LÍMITE 31 MARZO) 
FECHA DE VOTACIÓN DE LA 

CÁMARA DE DIPUTADOS 
SANCIONES 

2002 31 DE MARZO DE 2004 
15 DE ABRIL DE 2009 (RECHAZADA) 
(DEBIÓ APROBARSE 30 SEPT. 2004) 

NINGUNA 

2003 31 DE MARZO DE 2005 
15 DE ABRIL DE 2009 (RECHAZADA) 
(DEBIÓ APROBARSE 30 SEPT. 2005) 

NINGUNA 

2004 30 DE MARZO DE 2006 
PENDIENTE 
(DEBIÓ APROBARSE 30 SEPT. 2006) 

NINGUNA 

2005 29 DE MARZO DE 2007 
PENDIENTE 
(DEBIÓ APROBARSE 30 SEPT. 2007) 

NINGUNA 

2006 27 DE MARZO DE 2008 
PENDIENTE 
(DEBIÓ APROBARSE 30 SEPT. 2008) 

NINGUNA 

2007 12 DE MARZO DE 2009 
PENDIENTE 
(DEBERÁ APROBARSE 30 SEPT. 
2009) 

NINGUNA 

 
Las funciones político-administrativas que tienen asignadas en el nivel 

constitucional los distintos órganos del Congreso son, como se observa en el 
cuadro 8, de dos tipos: las que regulan el funcionamiento del Congreso como 
contrapeso del ejecutivo al atribuirle funciones administrativas compartidas; 
y las que otorga en exclusiva al Congreso o alguna de sus cámaras en materia 
administrativa. En ambos casos, son responsabilidades del Congreso que no 
señalan plazos para hacerlo ni mecanismos o criterios de evaluación sobre la 
idoneidad de los perfiles cuando se refiere a nombramientos. En fechas 
recientes, tanto el senado como la Cámara de Diputados han potenciado el 
uso de medios electrónicos para dar mayor difusión a las comparecencias de 
los funcionarios que deberán nombrar, lo que representa un avance en 
términos de transparencia, pero éste es mínimo cuando prevalece la secrecía 
u opacidad respecto de los criterios y de la amplia difusión que debiera 
procurarse en ese tipo de designaciones o ratificaciones. No puede 
considerarse que esta función político-administrativa del Congreso sea 
monitoreable en las condiciones actuales en virtud de que la ciudadanía 
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desconoce con qué criterios se evalúa la idoneidad de tales perfiles. La simple 
publicidad de las comparecencias de los involucrados puede representar un 
avance para que la sociedad esté informada respecto de las decisiones que se 
toman en el poder legislativo, pero es insuficiente en materia de rendición de 
cuentas del Congreso.21  

 
CUADRO 8. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DEL CONGRESO, NIVEL COLECTIVO 

FUNCIÓN POLÍTICO-ADMINISTRATIVA 
 

LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN 

ASIGNADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

CPEUM, ART. 
27, 
FRACCIÓN 

XIX.  

DESIGNAR MAGISTRADOS DE TRIBUNALES 

AGRARIOS A PROPUESTA DEL EJECUTIVO.  
SENADO N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
28, PÁRRAFO 

7º.  
APROBAR FUNCIONARIOS DE BANXICO.  SENADO N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
41, 
FRACCIÓN V, 
PÁRRAFO 3º.  

ELEGIR CONSEJEROS ELECTORALES A 

PROPUESTA DE LOS GRUPOS 

PARLAMENTARIOS, PREVIA REALIZACIÓN 

DE UNA AMPLIA CONSULTA A LA 

SOCIEDAD. 

CÁMARA DE 

DIPUTADOS. 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
41, 
FRACCIÓN V, 
5º.  

DESIGNAR TITULAR DE LA CONTRALORÍA 

DEL IFE A PROPUESTA DE INSTITUCIONES 

PÚBLICAS DE EDUCACIÓN SUPERIOR. 

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
41, 
FRACCIÓN V, 
7º.  

LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS DE LA C. 
DE DIPUTADOS PROPONDRÁN 

CONSEJEROS LEGISLATIVOS ANTE EL IFE.  

GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
73, VIII.  

ES FACULTAD DEL CONGRESO APROBAR 

ANUALMENTE LOS MONTOS DE 

ENDEUDAMIENTO DEL DF 

CONGRESO 
 

N.D. 
POLÍTICO-

ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
74, I.  

ES FACULTAD EXCLUSIVA DE LA CÁMARA 

DE DIPUTADOS EXPEDIR EL BANDO 

SOLEMNE PARA DAR A CONOCER LA 

DECLARACIÓN DE PRESIDENTE ELECTO 

QUE HUBIERE HECHO EL TRIBUNAL 

ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN; 

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
76, II Y 

102.  

ES FACULTAD EXCLUSIVA DEL SENADO 

RATIFICAR LOS NOMBRAMIENTOS DEL 

PROCURADOR, MINISTROS, AGENTES 

DIPLOMÁTICOS Y CÓNSULES, 
FUNCIONARIOS DE HACIENDA, Y JEFES 

SENADO N.D. 
POLÍTICO-

ADMINISTRATIVA 

                                                 
21 Un ejemplo de la diferencia entre los congresos mexicano y estadounidense, en este sentido, es el proceso de 
ratificación de funcionarios. Mientras que en México se tramitan ratificaciones tan relevantes como la del 
procurador general de la república, sin discusiones ni comparecencias exhaustivas, en los Estados Unidos son 
procesos que involucran la participación de diversos actores para realizar una evaluación exhaustiva sobre su 
formación, perfil y experiencia en la materia para la que son propuestos.  
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LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN 

ASIGNADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

DEL EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA AÉREA.  
CPEUM, ART. 
76, VIII Y 

96.  

ES FACULTAD EXCLUSIVA DEL SENADO 

DESIGNAR A LOS MINISTROS DE LA SCJN.  
SENADO N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
76, V.  

NOMBRAR GOBERNADOR CUANDO SE 

HAYAN DESAPARECIDO LOS PODERES DE 

UN ESTADO. 
SENADO N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
99, PÁRRAFO 

7º.  

ES FACULTAD EXCLUSIVA DEL SENADO 

NOMBRAR MAGISTRADOS ELECTORALES.  
SENADO N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
100  

ES FACULTAD EXCLUSIVA DEL SENADO 

NOMBRAR DOS CONSEJEROS DE LA 

JUDICATURA FEDERAL. 
SENADO N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
102, B.  

EL SENADO (EN RECESO, LA COM. 
PERMANENTE) NOMBRARÁ A CONSEJEROS 

DE LA CNDH.  

SENADO O COM. 
PERMANENTE 

N.D. 
POLÍTICO-

ADMINISTRATIVA 

CPEUM, ART. 
79 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DESIGNARÁ AL 

TITULAR DE LA ENTIDAD DE 

FISCALIZACIÓN.  

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

 
Derivado de la omisión del texto constitucional respecto de los 

procedimientos para la ratificación de los servidores públicos, en diciembre 
de 2000 el senado aprobó un acuerdo parlamentario para definir cuáles son los 
nombramientos de funcionarios de Hacienda que el senado debe ratificar.22 En 
dicho acuerdo se estableció que estos funcionarios no podrían tomar posesión 
de sus cargos (ni de manera interina) hasta que el senado los ratificase, previa 
comparecencia ante la Comisión de Hacienda que evaluaría la idoneidad de 
sus perfiles. 

La función de representación también resulta imprecisa en el texto 
constitucional pues no se identifica a “quién representan los representantes 
populares”. La Constitución señala que el Congreso se compone de diputados 
“representantes de la Nación” y senadores (que no se aclara si lo son de 
entidades federativas o de sus partidos) y a partir de esa difusa descripción 
del rol representativo del legislador, no es claro a quién debe rendir cuentas 
el “representante”. Las únicas sanciones que se señalan en la Constitución en 
ese sentido son motivadas por no presentarse a las sesiones de su cámara, 
pero no se le obliga al diputado o senador a informar, explicar o justificar sus 
acciones a nadie. La normatividad interna del Congreso no subsana esta 
omisión. Adicionalmente, al no existir reelección inmediata de legisladores, se 

                                                 
22 Serán sujetos de ratificación los nombramientos que haga el ejecutivo respecto de los siguientes empleados 
superiores de Hacienda: subsecretario de Hacienda y Crédito Público, subsecretario de egresos, subsecretario de 
ingresos, procurador fiscal de la federación, tesorero de la federación, jefe del servicio de administración tributaria, 
administrador general de recaudación, administrador general de auditoría fiscal federal, administrador general de 
aduanas, administrador general jurídico, administrador general de grandes contribuyentes, jefe de la unidad de 
crédito público, jefe de la unidad de coordinación con entidades federativas.  
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priva al ciudadano de premiar o castigar a su representante quitando el único 
incentivo del legislador para atender las demandas de sus electores. 

Del análisis del texto constitucional, sólo se reconocen dos 
responsabilidades asignadas en el nivel colectivo que corresponden a la 
función de representación en los art. 63 y 65, ambos obligan a los diputados y 
senadores electos a presentarse a las sesiones del Congreso, de lo contrario se 
podría sancionar al partido político y, en el caso de los legisladores, se llama 
a los suplentes a ocupar el cargo. 

 
CUADRO 9. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DEL CONGRESO, NIVEL COLECTIVO 

FUNCIÓN DE REPRESENTACIÓN 
 

LEY DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN ASIGNADA SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

CPEUM, ART. 
63. 

INCURRIRÁN EN RESPONSABILIDAD, QUE LA 

MISMA LEY SANCIONARÁ, LOS PARTIDOS 

POLÍTICOS QUE HABIENDO POSTULADO 

CANDIDATOS EN UNA ELECCIÓN PARA 

DIPUTADOS O SENADORES, ACUERDEN QUE SUS 

MIEMBROS QUE RESULTAREN ELECTOS NO SE 

PRESENTEN A DESEMPEÑAR SUS FUNCIONES. 

PARTIDOS 

POLÍTICOS 
N.D. REPRESENTACIÓN 

CPEUM, ART. 
65.  

EL CONGRESO SE REUNIRÁ A PARTIR DEL 1O. DE 

SEPTIEMBRE DE CADA AÑO, PARA CELEBRAR UN 

1ER PERIODO DE SESIONES ORDINARIAS Y A 

PARTIR DEL 1O. DE FEBRERO DE CADA AÑO PARA 

CELEBRAR UN 2DO PERIODO DE SESIONES 

ORDINARIAS. 

CONGRESO 

DE LA 

UNIÓN 

DE NO 

REUNIRSE 

SE LLAMA 

A 

SUPLENTES 

REPRESENTACIÓN 

 

La función jurisdiccional prevista en la Constitución se refiere a la 
responsabilidad que el poder legislativo debe ejercer en caso de acusaciones a 
los servidores públicos, pero ésta no le asigna plazos ni procedimientos 
específicos para cumplirla. El efecto de esta laxa disposición ha sido que las 
demandas de juicio político queden archivadas en la Subcomisión de Examen 
Previo. A pesar de que los plazos sí se especifican en la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, los integrantes de la 
subcomisión referida pueden, sin incurrir en responsabilidad alguna, eludir su 
cumplimiento. 

 



Ma. Amparo Casar,  Ignacio Marván y Khemvi rg Puente 

 C I D E   2 6  

CUADRO 10. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES DEL CONGRESO, NIVEL COLECTIVO 
FUNCIÓN JURISDICCIONAL 

 

LEY  DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN ASIGNADA SUJETO  SANCIÓN FUNCIÓN 

CPEUM, ART. 
76, VII.  

ES FACULTAD DEL SENADO ERIGIRSE EN JURADO 

DE SENTENCIA PARA CONOCER EN JUICIO 

POLÍTICO DE LAS FALTAS U OMISIONES QUE 

COMETAN LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y QUE 

REDUNDEN EN PERJUICIO DE LOS INTERESES 

PÚBLICOS FUNDAMENTALES Y DE SU BUEN 

DESPACHO. 

SENADO N.D. JURISDICCIONAL 

CPEUM, ART. 
110, 
PÁRRAFO 

CUARTO.  

PARA SANCIONAR LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

PREVISTOS EN EL 110 CONSTITUCIONAL, LA 

CÁMARA DE DIPUTADOS PROCEDERÁ A LA 

ACUSACIÓN RESPECTIVA ANTE EL SENADO, 
PREVIA DECLARACIÓN DE SU MAYORÍA 

ABSOLUTA, CON PROCEDIMIENTO Y CON 

AUDIENCIA DEL INCULPADO. 
LA CÁMARA DE SENADORES SE ERIGIRÁ EN 

JURADO DE SENTENCIA EN LOS TÉRMINOS DE 

LEY.  

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 

Y CÁMARA 

DE 

SENADORES 

N.D. JURISDICCIONAL 

Como puede observarse a partir del análisis de las obligaciones 
constitucionales, la ambigüedad e imprecisión de la mayoría de los mandatos 
impiden su eficaz cumplimiento y la posibilidad de exigir cuentas al legislativo 
en prácticamente todas las funciones que desempeñan. El texto constitucional 
propicia que éste evada sus responsabilidades y lo exime de rendir cuentas a 
la sociedad por sus acciones.  

En síntesis, a pesar de que existen obligaciones constitucionales 
específicas para el Congreso y sus cámaras, no existen sanciones por su 
incumplimiento. Al respecto, se advierten tres fenómenos: 1) las obligaciones 
colectivas no son monitoreables o no existen instrumentos jurídicos que 
garanticen al público la información sobre el proceso de toma de decisiones; 
2) la ausencia de mecanismos institucionales que garanticen el cumplimiento 
de los plazos establecidos y de sanción correspondiente; y, 3) la existencia de 
un poder casi absoluto de la mayoría para cumplir o no sus obligaciones de 
control y contrapeso.  

Si la mayoría legislativa no ratifica o nombra a los funcionarios a los que 
están obligados, si no estudia la cuenta pública o la aprueba fuera del plazo 
establecido, si no otorga partidas presupuestales específicas para asuntos 
indígenas o si no impone las contribuciones necesarias para cubrir el 
presupuesto, por mencionar sólo algunos mandatos, más allá del posible voto 
de castigo a la mayoría, no tiene sanción ni responsabilidad alguna.  

La ciudadanía carece de instrumentos legales para evaluar el 
cumplimiento de las responsabilidades de los legisladores, no sólo por la 
ausencia de un marco jurídico claro sino por la opacidad con que al interior 
del Congreso las decisiones son tomadas. La carencia de una tradición 
parlamentaria de rendición de cuentas se refleja en la arquitectura 
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constitucional y en las omisiones legales que permiten esconder a la opinión 
pública los mecanismos y criterios mediante los cuales el poder legislativo 
desarrolla sus actividades.  
 
ii. Obligaciones constitucionales individuales 
De entre las responsabilidades a nivel constitucional en el nivel individual de 
la rendición de cuentas, también se debe diferenciar entre las 
responsabilidades asignadas a los legisladores y sus facultades 
constitucionales. Esta desagregación es oportuna para evaluar el diseño del 
sistema de rendición de cuentas en el nivel específico del legislador porque 
éstos cuentan con facultades otorgadas constitucionalmente y sobre las cuales 
no se prevén sanciones por no ejercerlas en virtud de su condición 
potestativa. Destacan la facultad otorgada en el art. 71 constitucional para la 
presentación de iniciativas. No aplica la sanción por tratarse de derechos y no 
de obligaciones constitucionales, de tal forma que un legislador que no 
presenta iniciativas de ley no incurre en falta, aunque sí incurriría en falta si 
no se presenta a sesiones sin causa justificada, como se advierte en el cuadro 
11.  

Para ejercer cualquier función parlamentaria, un legislador debe asistir a 
las sesiones del Congreso y de su respectiva cámara. Una de las pocas 
obligaciones que tienen los legisladores, con sanción prevista 
constitucionalmente, es justamente la de asistir al Pleno.23 Desde septiembre 
de 2003, se cuenta con informes públicos de las asistencias de los 
legisladores, aunque no se especifica ahí cuando una falta es “justificada” y 
cuál es el criterio que aplican las mesas directivas para justificar las mismas a 
pesar de que las causas estén señaladas expresamente en acuerdos 
parlamentarios tanto en el senado como en la Cámara de Diputados.24 En 
efecto, este hecho representa un avance, mínimo, para la evaluación de la 
actividad específica de un legislador. Sin embargo, han sido los propios 
legisladores quienes argumentan que su presencia en el Pleno no es un 
indicador de su desempeño, pues la mayor parte del trabajo legislativo es en 
comisiones y en grupos de trabajo. De ser así, la estructura de rendición de 
                                                 
23 La forma para evaluar el comportamiento de los legisladores en lo individual y en lo colectivo es el voto, el cual 
sirve como instrumento para la rendición de cuentas y como base empírica para el análisis.  
24 Mediante acuerdo parlamentario en octubre de 2006, el senado considera “justificada” una ausencia en el Pleno 
por las siguientes causas: enfermedad, trabajo en comisiones, encomiendas oficiales, participación en actos oficiales 
federales, estatales o municipales, percances ocurridos en el traslado hacia el senado, o incluso por permisos 
solicitados previamente. Por su parte, la Cámara de Diputados, en septiembre de 2006 considera “justificadas” las 
ausencias del Pleno por “razones de salud, fuerza mayor o caso fortuito”, trabajo en comisiones o por permiso 
otorgado por la mesa directiva. Sin embargo, según actas de la Junta de Coordinación Política de la Cámara de 
Diputados, existen legisladores que justifican sus ausencias por no haber encontrado boleto de avión para el día de 
la sesión o incluso por tener un viaje de carácter familiar programado con antelación. Previamente, en noviembre de 
2001, la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados había cedido a la facultad de justificar las 
inasistencias a los coordinadores de los grupos parlamentarios, así, entre 2001 y 2006, se estableció que cada grupo 
parlamentario regularía estatutariamente “como estime pertinente, lo relativo a la justificación de dichas 
inasistencias”. 
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cuentas resulta aún más endeble porque no hay difusión de las 
responsabilidades que tienen los legisladores en las comisiones que forman 
parte. Las actividades en comisiones son poco transparentes, su desempeño 
no es sancionado por ninguna instancia interna, los reportes sobre sus 
asistencias no son públicos y los criterios de justificación son aún más 
discrecionales.  

El cuadro 11 señala el marco jurídico constitucional bajo el cual están 
obligados los legisladores federales para el desempeño de sus funciones, todas 
las cuales son en el ejercicio de su función representativa.  

 
CUADRO 11. OBLIGACIONES CONSTITUCIONALES, NIVEL INDIVIDUAL 

 

LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN 

ASIGNADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

CPEUM, 
ART. 
61. 

EL PRESIDENTE DE CADA CÁMARA VELARÁ 

POR EL RESPETO AL FUERO 

CONSTITUCIONAL DE LOS MIEMBROS DE 

LA MISMA Y POR LA INVIOLABILIDAD DEL 

RECINTO DONDE SE REÚNAN A 

SESIONAR. 

PRESIDENTES 

DE AMBAS 

CÁMARAS 

DESTITUCIÓN POR 

DOS TERCERAS 

PARTES DEL PLENO 
REPRESENTACIÓN 

CPEUM, 
ART. 
63. 

LOS DIPUTADOS O SENADORES QUE 

FALTEN DIEZ DÍAS CONSECUTIVOS, SIN 

CAUSA JUSTIFICADA O LICENCIA, CON LA 

CUAL SE DARÁ CONOCIMIENTO A ÉSTA, 
RENUNCIAN A CONCURRIR HASTA EL 

PERIODO INMEDIATO, LLAMÁNDOSE A 

LOS SUPLENTES. 

DIPUTADOS Y 

SENADORES 

DESCUENTO DE 

DIETA POR 

INASISTENCIA 

INJUSTIFICADA 

REPRESENTACIÓN 

CPEUM, 
ART. 
63. 

INCURRIRÁN EN RESPONSABILIDAD, Y SE 

HARÁN ACREEDORES A LAS SANCIONES 

QUE LA LEY SEÑALE, QUIENES HABIENDO 

SIDO ELECTOS DIPUTADOS O 

SENADORES, NO SE PRESENTEN A 

DESEMPEÑAR EL CARGO DENTRO DEL 

PLAZO SEÑALADO.  

DIPUTADOS Y 

SENADORES 

ELECTOS 

ENTRA EL SUPLENTE 

Y SE SANCIONA AL 

PARTIDO 
REPRESENTACIÓN 

CPEUM, 
ART. 
64. 

LOS DIPUTADOS Y SENADORES QUE NO 

CONCURRAN A UNA SESIÓN, SIN CAUSA 

JUSTIFICADA O PERMISO, NO TENDRÁN 

DERECHO A LA DIETA CORRESPONDIENTE 

AL DÍA EN QUE FALTEN.  

DIPUTADOS Y 

SENADORES 
DESCUENTO DE 

DIETA 
REPRESENTACIÓN 

 

La teoría democrática parte del supuesto de que el principal mecanismo 
de sanción hacia los legisladores con que cuenta la ciudadanía es el voto. Sin 
embargo, éste no puede ejercerse si el ciudadano no tiene información 
suficiente para evaluar el desempeño de su representante y, menos aún, 
cuando el representante está impedido constitucionalmente para ser reelecto. 
En México se conjugan ambos factores que impiden la rendición de cuentas: la 
información es escasa y los instrumentos de sanción son débiles. El diseño 
constitucional propicia la opacidad e irresponsabilidad de los legisladores en 
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el desempeño de sus actividades parlamentarias, de esa forma se distorsiona 
la más mínima concepción de un proceso democrático donde las autoridades 
rindan cuentas del encargo para el que fueron votados.  
 
B. Obligaciones en leyes secundarias 
 
Una revisión del marco jurídico en leyes secundarias y en la ley orgánica del 
Congreso con mandamientos específicos para el poder legislativo nos brinda 
un panorama general de los alcances del régimen jurídico para asignar 
responsabilidades y sanciones por el cumplimiento de las funciones atribuidas 
al Congreso en México. Sin la pretensión de hacer una revisión exhaustiva de 
todas las responsabilidades parlamentarias, aquí se destacan los mandatos 
establecidos para el Congreso en las leyes de fiscalización, presupuestaria y 
de transparencia. También se evalúa si el público cuenta con los instrumentos 
suficientes para evaluar el cumplimiento de las mismas y cuáles son las 
condiciones en que esta observación puede hacerse efectiva.  
 
i. Obligaciones colectivas en leyes secundarias 
Al igual que en el análisis constitucional, en las leyes secundarias del nivel 
colectivo se asignan responsabilidades al poder legislativo y a sus miembros. 
Sin embargo, en la mayoría de los casos no existen sanciones específicas por 
tratarse de facultades potestativas.  

En los cuadros 11 al 15 se muestra el detalle de mandatos al poder 
legislativo —interorgánicos e intraorgánicos— por función parlamentaria. 
Destaca el número y contenido de responsabilidades en la función de Control 
por encima incluso de las legislativas y de las de representación que son 
prácticamente nulas.  

Del análisis de la Ley Orgánica del Congreso se desprende que este 
ordenamiento conserva características del pasado autoritario donde muchas 
de las decisiones se tomaban de manera poco transparente. En su art. 93, la 
ley prevé que las reuniones de comisiones del senado “podrán ser públicas, 
cuando así lo acuerden sus integrantes”. Este precepto rompe con el principio 
de máxima publicidad, inherente al gobierno representativo y a la rendición 
de cuentas. Ello ejemplifica la opacidad de muchas de las decisiones 
legislativas pues la excepción es la transparencia, no la regla. Este fenómeno 
ha venido siendo superado relativamente en los años recientes a través de las 
transmisiones del canal de televisión del Congreso, pero la vigencia de una ley 
que estimula la opacidad y la discrecionalidad, no abona a favor de una 
rendición de cuentas efectiva de un sistema democrático. Más grave aún, las 
minutas y versiones estenográficas de las reuniones de órganos colegiados y 
las votaciones de sus integrantes de las comisiones son prácticamente 
inaccesibles. 
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En las leyes secundarias se presentan dos tipos de obligaciones, por un 
lado, las que se refieren a la normatividad del “poder de bolsa” u obligación 
para aprobar las disposiciones que atiendan las necesidades presupuestales 
del Estado y, por otro lado, las que se refieren al procedimiento legislativo y 
la sustanciación de cada una de sus etapas. El primer grupo se deriva de la 
Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que impone al ejecutivo y al 
legislativo la corresponsabilidad de proponer y autorizar, respectivamente, los 
recursos que habrán de emplearse en el ejercicio fiscal. El segundo grupo, se 
refiere a las disposiciones internas de los procedimientos que se deberán 
aplicar para cumplir con cada una de las etapas del procedimiento legislativo 
en el Congreso y para la organización de la estructura interna de ambas 
cámaras del Congreso. Como se detalla en el cuadro 12, las sanciones 
previstas sólo son aquellas que se aplican a la mesa directiva por no 
desempeñar su función adecuadamente, sin embargo, para que la sanción de 
remoción pueda ser efectiva, debe contar con el voto de las dos terceras 
partes del Pleno.  
 

CUADRO 12. OBLIGACIONES EN LEYES SECUNDARIAS, NIVEL COLECTIVO  
FUNCIÓN LEGISLATIVA 

 

LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD 

OTORGADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

LFPRH, 
ART. 18.  

TODA MODIFICACIÓN AL PRESUPUESTO 

POR PARTE DEL CONGRESO DEBE 

INCLUIR LA FUENTE DE INGRESO O 

REDUCCIÓN DE LAS PARTIDAS 

RESPECTIVAS, LAS COMISIONES DEBEN 

SEÑALAR LA FUENTE DE ESA EROGACIÓN.  

COMISIONES DE 

HACIENDA Y 

PRESUPUESTO 
N.A. LEGISLATIVA 

LFPRH, 
ART. 21, 
C).  

LA CÁMARA TENDRÁ 15 DÍAS PARA 

EMITIR UNA OPINIÓN SOBRE 

REDUCCIONES PRESUPUESTALES DE LA 

SHCP.  

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 

PROCEDE 

PROPUESTA DEL 

EJECUTIVO. 
LEGISLATIVA 

LFPRH, 
ART. 42, 
VIII, A) A 

E).  

EL PROCESO DE EXAMEN, DISCUSIÓN, 
MODIFICACIÓN Y APROBACIÓN DE LA LEY 

DE INGRESOS Y DEL PRESUPUESTO, 
DEBERÁ APEGARSE A CRITERIOS 

TÉCNICOS PARA AJUSTAR FUENTES DE 

INGRESOS (EJ. PETROLEROS).  

CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. LEGISLATIVA 

LFPRH, 
ART. 42, 
VIII, F).  

LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO 

ESTABLECERÁ MECANISMOS DE 

PARTICIPACIÓN DE LAS COMISIONES 

ORDINARIAS PARA EL EXAMEN Y 

APROBACIÓN DEL PRESUPUESTO POR 

SECTOR.  

COMISIÓN DE 

PRESUPUESTO 
N.D. LEGISLATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 20, 
FRACCIÓN 

2.  

LA MESA DIRECTIVA ASEGURA EL 

DESARROLLO DE LAS SESIONES; 

INTERPRETA LAS NORMAS INTERNAS, 
FORMULA EL ORDEN DEL DÍA; REVISA 

QUE DICTÁMENES, PROPUESTAS, 

MESA DIRECTIVA DE 

LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS 

DESTITUCIÓN 

POR LAS DOS 

TERCERAS 

PARTES DEL 

PLENO. 

LEGISLATIVA 
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LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD 

OTORGADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

MOCIONES, ETC. CUMPLAN CON LAS 

NORMAS QUE REGULAN SU FORMULACIÓN 

Y PRESENTACIÓN; DETERMINA 

SANCIONES POR CONDUCTAS QUE 

ATENTEN CONTRA LA DISCIPLINA 

PARLAMENTARIA.  

LOCGEUM, 
ART. 26, 
4.  

EN LA PRIMERA SESIÓN DE CADA 

PERIODO ORDINARIO, CADA GRUPO 

PARLAMENTARIO PRESENTARÁ LA 

AGENDA LEGISLATIVA QUE ABORDARÁ 

DURANTE EL TRANSCURSO DE ÉSTE. 

GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 
N.D. LEGISLATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 38, 
1.  

LA CONFERENCIA PARA LA DIRECCIÓN DE 

LOS TRABAJOS LEGISLATIVOS ESTABLECE 

EL PROGRAMA LEGISLATIVO DE LOS 

PERIODOS DE SESIONES, IMPULSA EL 

TRABAJO DE LAS COMISIONES PARA LA 

ELABORACIÓN Y EL CUMPLIMIENTO DE 

LOS PROGRAMAS LEGISLATIVOS.  

CONFERENCIA PARA 

LA DIRECCIÓN DE 

LOS TRABAJOS 

LEGISLATIVOS 

N.D. LEGISLATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 66, 
1.  

LA MESA DIRECTIVA DETERMINA EL 

TRÁMITE DE LOS ASUNTOS DEL PLENO, 
FORMULA EL ORDEN DEL DÍA DE 

SESIONES; VERIFICA EL CONTENIDO DE 

DICTÁMENES, ACUERDOS 

PARLAMENTARIOS, MOCIONES Y 

COMUNICADOS; PRESENTA AL PLENO EL 

PROYECTO DE PRESUPUESTO DE LA 

CÁMARA,  

MESA DIRECTIVA DE 

LA CÁMARA DE 

SENADORES 

DESTITUCIÓN 

POR LAS DOS 

TERCERAS 

PARTES DEL 

PLENO. 

LEGISLATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 67, 
1.  

EL PRESIDENTE DE LA MESA EXCITARÁ A 

LAS COMISIONES PARA QUE PRESENTEN 

DICTAMEN SI HAN TRANSCURRIDO 20 

DÍAS HÁBILES DESPUÉS DE QUE SE LES 

TURNE ALGÚN ASUNTO, PARA QUE LO 

PRESENTEN EN UN TÉRMINO DE 10 DÍAS  

COMISIONES DEL 

SENADO DE LA 

REPÚBLICA 

SE PODRÁ 

TURNAR A OTRA 

COMISIÓN. 
LEGISLATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 82 

LA JUNTA DE COORDINACIÓN POLÍTICA 

ELABORARÁ EL PROGRAMA LEGISLATIVO 

DE CADA PERIODO DE SESIONES, EL 

CALENDARIO DE TRABAJO PARA SU 

DESAHOGO Y PUNTOS DEL ORDEN DEL 

DÍA DE LAS SESIONES DEL PLENO.  

JUNTA DE 

COORDINACIÓN 

POLÍTICA DEL 

SENADO DE LA 

REPÚBLICA 

N.D. LEGISLATIVA 

 

Respecto a la facultad de control, sobresalen los instrumentos que en 
materia de fiscalización cuenta la Cámara de Diputados frente a otros 
poderes. El 30 de abril de 2009 fue aprobada la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas y enviada al ejecutivo quien la publicó un mes 
después.25 Esta ley corresponde a las reformas constitucionales publicadas en 
                                                 
25 El análisis del cuadro 10 incluye tanto la Ley de Fiscalización Superior de la Federación (LFSF) como la Ley de 
Fiscalización y Rendición de cuentas que la abroga y que fue publicada el último día hábil de mayo de 2009. Se 
incluyen ambas porque aquí se busca describir el sistema de rendición de cuentas y cómo ha sido diseñado 
legalmente. 
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mayo de 2008 cuando se facultó al Congreso para legislar en materia de 
contabilidad gubernamental. La nueva ley, que abroga la Ley de Fiscalización 
Superior de la Federación redujo el tiempo de revisión de la cuenta pública, 
estableció los principios de fiscalización para las entidades federativas 
además de que incluyó el concepto de verificación de desempeño en el 
cumplimiento de objetivos de las entidades fiscalizadas. La nueva ley también 
creó un título octavo denominado “contraloría social” que simplemente 
señala que la auditoría “podrá” considerar peticiones, solicitudes y denuncias 
de la sociedad civil para su programa de auditorías, visitas e inspecciones, sin 
ningún criterio u obligación para tomar en cuenta las solicitudes de la 
sociedad civil organizada ni de particulares. A pesar de ello, la reforma 
pretende fortalecer la capacidad de sanción de la Auditoría Superior de la 
Federación al otorgarle amplias facultades en la materia, aunque sin otorgarle 
plena autonomía sino que ratifica lo que ha venido siendo, un órgano interno 
de la Cámara de Diputados que depende directamente de una de sus 
comisiones como se describe en el siguiente cuadro.26 

El cuadro 13 describe las obligaciones del poder legislativo en las leyes 
secundarias correspondientes a la función de control en sus dos dimensiones: 
interorgánico —cuando se trata de actividades del legislativo como tal, 
respecto de la fiscalización a otros poderes y como sujeto de fiscalización por 
otros actores— e intraorgánico —cuando se refiere a los instrumentos internos 
de control que está obligado a tener el Congreso en el cumplimiento de sus 
actividades— a pesar de que, como se ha mencionado, la tarea de fiscalizar la 
cuenta pública es realizada por el órgano superior de fiscalización. 

Los controles interorgánicos a que debe someterse el poder legislativo, 
como sujeto que rinde cuentas, son los expresamente señalados en la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Gubernamental, que le 
obligan a poner a disposición de la sociedad, toda la información relativa a sus 
actividades. Mientras que las intraorgánicas, se refieren a las obligaciones que 
tienen diversos órganos internos del poder legislativo, alguna de las Cámaras, 
o comisiones legislativas específicas para desempeñar su actividad. En algunos 
casos se señalan los plazos para la entrega de resultados, de ellos destacan la 
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública y la Comisión de Vigilancia, las 
cuales, como se señaló detalladamente en las obligaciones constitucionales, 
no se han ajustado a los plazos y tampoco ha tenido repercusión legal alguna. 

 
 

                                                 
26 Como se advierte del cuadro previo, las disposiciones legales en materia de proceso presupuestario son 
consideradas como una función legislativa en virtud de que, aún siendo el decreto presupuestal un acto 
materialmente administrativo y no una norma de carácter general, sus consecuencias sí tienen efectos de carácter 
legal. Para una discusión sobre el alcance legal del decreto presupuestario, se puede revisar el texto de Gutiérrez, 
Lujambio y Valadés (2001).  
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CUADRO 13. OBLIGACIONES EN LEYES SECUNDARIAS, NIVEL COLECTIVO.  
FUNCIÓN DE CONTROL 

 

LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA 

OBLIGACIÓN ASIGNADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

LEY DE 

TRANSPARENCIA 

(LT), ART. 7. 

LOS ÓRGANOS DEBERÁN OFRECER 

INFORMACIÓN RELATIVA A 

ESTRUCTURA; FACULTADES, 
DIRECTORIO, REMUNERACIÓN POR 

PUESTO, DOMICILIO, METAS Y 

OBJETIVOS, SERVICIOS, TRÁMITES, 
PRESUPUESTO E INFORMES DE 

EJECUCIÓN, AUDITORÍAS, 
CONTRATACIONES, MARCO 

NORMATIVO, PARTICIPACIÓN 

CIUDADANA, ETC.  

CÁMARA DE 

DIPUTADOS Y 

CÁMARA DE 

SENADORES 

N.D. 
DE CONTROL 

INTERORGÁNICO 

LT, ART. 12. 

EL CONGRESO DEBERÁ HACER 

PÚBLICA TODA INFORMACIÓN 

RELATIVA A LOS MONTOS Y LAS 

PERSONAS A QUIENES ENTREGUEN 

RECURSOS PÚBLICOS, E INFORMES 

QUE DICHAS PERSONAS LES 

ENTREGUEN.  

CONGRESO DE LA 

UNIÓN 
N.D. 

DE CONTROL 

INTERORGÁNICO 

LT, ART. 61. 

EL PODER LEGISLATIVO 

ESTABLECERÁ LOS ÓRGANOS, 
CRITERIOS Y PROCEDIMIENTOS 

PARA PROPORCIONAR EL ACCESO A 

LA INFORMACIÓN, DE 

CONFORMIDAD CON LOS 

PRINCIPIOS Y PLAZOS DE LA LT.  

PODER 

LEGISLATIVO 

FEDERAL 

SE 

ESTABLECEN 

EN NUEVO 

REGLAMENTO 

DE CONTROL 

INTERORGÁNICO 

LT, ART. 62. 

AMBAS CÁMARAS ELABORARÁN 

ANUALMENTE UN INFORME PÚBLICO 

DEL ACCESO A LA INFORMACIÓN, 
DEL CUAL DEBERÁN REMITIR UNA 

COPIA AL IFAI. 

AMBAS CÁMARAS N.D. 
DE CONTROL 

INTERORGÁNICO 

LOCGEUM, ART. 
7. 

LAS CÁMARAS ANALIZARÁN EL 

INFORME DEL PRESIDENTE. EL 

ANÁLISIS SE DESARROLLARÁ POR 

MATERIAS: POLÍTICA INTERIOR, 
POLÍTICA ECONÓMICA, POLÍTICA 

SOCIAL Y POLÍTICA EXTERIOR.  

AMBAS CÁMARAS N.D. 
DE CONTROL 

INTERORGÁNICO 

LFPRH, ART. 45, 
III.  

LOS PODERES LEGISLATIVO Y 

JUDICIAL Y LOS ENTES AUTÓNOMOS 

ESTABLECERÁN SISTEMAS 

INTERNOS DE CONTROL 

PRESUPUESTARIO. 

CONGRESO DE LA 

UNIÓN 
N.D. 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 

LFSF, ART. 66 Y 

67.  

LA COMISIÓN DE VIGILANCIA 

EVALÚA EL DESEMPEÑO DE LA ASF Y 

PRESENTA AL PLENO EL INFORME DE 

LA REVISIÓN DE LA CUENTA.  

COMISIÓN DE 

VIGILANCIA 
N.D. 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 

LFRC, ART. 34. 
LA COMISIÓN DE VIGILANCIA 

REALIZARÁ UN ANÁLISIS DEL 

INFORME DEL RESULTADO Y LO 

COMISIÓN DE 

VIGILANCIA 
N.D. 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 
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LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA 

OBLIGACIÓN ASIGNADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

ENVIARÁ A LA COMISIÓN DE 

PRESUPUESTO Y SE PODRÁ 

SOLICITAR OPINIÓN A OTRAS 

COMISIONES ORDINARIAS. 

LFRC, ART. 36. 

LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO 

ESTUDIARÁ EL INFORME DE 

RESULTADOS Y LA CUENTA PÚBLICA 

Y SOMETERÁ EL DICTAMEN DE LA 

CUENTA AL PLENO A MÁS TARDAR EL 

30 DE SEPTIEMBRE.  

COMISIÓN DE 

PRESUPUESTO 
N.D. 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 

LFRC, ART. 38. 

LAS COMISIONES DE VIGILANCIA Y 

DE PRESUPUESTO DEBERÁN EMITIR 

UNA OPINIÓN SOBRE LAS REGLAS 

DE OPERACIÓN DEL PROGRAMA 

PARA LA FISCALIZACIÓN DEL GASTO 

FEDERALIZADO ENVIADO POR LA 

ASF A MÁS TARDAR EL 15 DE 

MARZO. 

COMISIONES DE 

VIGILANCIA Y 

PRESUPUESTO 
N.D. 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 

LFRC, ART. 76 Y 

77. 

LA COMISIÓN DE VIGILANCIA 

COORDINA LAS RELACIONES ENTRE 

LA CÁMARA Y LA ASF Y EVALÚA SU 

DESEMPEÑO.  

COMISIÓN DE 

VIGILANCIA 

LA UNIDAD 

SANCIONA 

(ARTS. 102 Y 

103). 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 

LFPRH, ART. 
110.  

LAS COMISIONES DE HACIENDA Y 

PRESUPUESTO DE LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS ANALIZARÁN Y 

EVALUARÁN LAS METAS DE LOS 

PROGRAMAS APROBADOS.  

COMISIONES DE 

LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 

LOCGEUM, ART. 
45, 5.  

LAS COMISIONES DARÁN OPINIÓN A 

LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO 

SOBRE LOS INFORMES DEL PODER 

EJECUTIVO Y DEMÁS ENTIDADES 

FISCALIZADAS. DICHAS OPINIONES 

DEBERÁN SER ENVIADAS A MÁS 

TARDAR SESENTA DÍAS DESPUÉS DE 

LA RECEPCIÓN DE LOS INFORMES.  

COMISIONES 

ORDINARIAS DE 

LA CDD 
N.D. 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 

LOCGEUM, ART. 
113.  

LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS 

DEBERÁN PRESENTAR A LA 

CONTRALORÍA INTERNA UN 

INFORME SEMESTRAL DE GASTO.  

GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 

DEL SENADO 
N.D. 

DE CONTROL 

INTRAORGÁNICO 

 

En el siguiente cuadro se incluyen las obligaciones legales en la función 
parlamentaria de control interorgánico, éstas expresamente designadas para 
la Auditoría Superior de la Federación. Como resulta evidente, cuando se 
trata de obligaciones para el poder legislativo y sus comisiones, no existe 
sanción prevista, pero cuando son órganos técnicos como el órgano de 
fiscalización, las sanciones son precisas e incluyen no sólo la remoción de sus 
titulares sino la posibilidad de fincar responsabilidades administrativas o 
penales. Incluso, la Comisión de Vigilancia cuenta con una Unidad de 
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Evaluación y Control de la Auditoría que puede sancionar a dicho órgano pero 
la Unidad no goza de autonomía ya que las sanciones que puede solicitar para 
el auditor u otros funcionarios de la ASF deberán ser previamente avalados 
por la Comisión de Vigilancia. Igualmente, la estructura administrativa de la 
unidad, forma parte de la propia estructura de la Comisión de Vigilancia. Un 
ejemplo claro de las consecuencias de esta ausencia de sanciones cuando se 
trata de decisiones de los órganos políticos del poder legislativo es la que se 
refiere a la administración de los recursos públicos por parte de las Cámaras 
del Congreso. Según el Informe del Resultado de la Revisión de la Cuenta 
Pública 2007 elaborado por la Auditoría Superior de la Federación, se 
identificó que la Cámara de Diputados no devolvió los remanentes del 
presupuesto (por un monto de 173 millones de pesos) como lo obliga el art. 54 
de la Ley de Presupuesto incluído en el cuadro 14; por el contrario, la Junta 
de Coordinación Política de la Cámara de Diputados decidió “repartir” el 
remanente en partes proporcionales entre los grupos parlamentarios. No 
existe sanción alguna por esta reasignación discrecional de recursos. 
 

CUADRO 14. OBLIGACIONES EN LEYES SECUNDARIAS  
FUNCIÓN DE CONTROL–AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

 

LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN 

ASIGNADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

LFSF Y 

LFRC ART. 
3. 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS ESTÁ A 

CARGO DE LA REVISIÓN DE LA CUENTA 

PÚBLICA, Y SE APOYA EN LA ASF. 
ASF N.A. 

DE 

CONTROL 

LFSF, ART. 
15. 

LA CUENTA PÚBLICA SERÁ TURNADA A LA 

ASF PARA SU REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN 

SUPERIOR. 
ASF N.D. 

DE 

CONTROL 

LFSF, ART. 
33.  

LA ASF PROPONDRÁ PROCEDIMIENTOS 

DE COORDINACIÓN CON LEGISLATURAS 

ESTATALES PARA LA FISCALIZACIÓN DE 

RECURSOS FEDERALES QUE EJERZAN 

ENTIDADES FEDERATIVAS Y MUNICIPIOS.  

ASF Y 

LEGISLATURAS 

ESTATALES 

SUJETO A LEY DE 

RESPONSABILIDADES. 
DE 

CONTROL 

LFRC, ART. 
37. 

LA ASF FISCALIZARÁ LOS RECURSOS 

FEDERALES QUE EJERZAN LAS 

ENTIDADES FEDERATIVAS, MUNICIPIOS Y 

DELEGACIONES DEL DF, CON EXCEPCIÓN 

DE LAS PARTICIPACIONES FEDERALES Y 

RECURSOS FEDERALES DESTINADOS Y 

EJERCIDOS POR CUALQUIER ENTIDAD, 
PERSONA FÍSICA O MORAL, PÚBLICA O 

PRIVADA, Y LOS TRANSFERIDOS A 

FIDEICOMISOS, MANDATOS O FONDOS.  

ASF 
SUJETO A LEY DE 

RESPONSABILIDADES. 
DE 

CONTROL 

LFSF, ART. 
30. 

LA ASF TENDRÁ UN PLAZO 

IMPRORROGABLE (31 DE MARZO) PARA 

REALIZAR SU EXAMEN Y RENDIR EN 

DICHA FECHA A LA CÁMARA EL INFORME 

DEL RESULTADO CORRESPONDIENTE.  

ASF 
REMOCIÓN, ART. 92, 

LFRC Y SUJETO A LEY DE 

RESPONSABILIDADES 

DE 

CONTROL 
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LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA OBLIGACIÓN 

ASIGNADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

LFSF, ART. 
32.  

LA ASF DEBE INFORMAR A LA CÁMARA DE 

LAS OBSERVACIONES FINCADAS Y 

PROCEDIMIENTOS INICIADOS PARA LA 

IMPOSICIÓN DE SANCIONES, 
OBSERVACIONES, RECOMENDACIONES Y 

ACCIONES PROMOVIDAS HECHAS A LAS 

ENTIDADES FISCALIZADAS.  

ASF 
REMOCIÓN, ART. 92, 

LFRC Y SUJETO A LEY DE 

RESPONSABILIDADES. 

DE 

CONTROL 

LFRC, ART. 
30. 

LA ASF DARÁ CUENTA A LA CÁMARA EN 

EL INFORME DEL RESULTADO DE LAS 

OBSERVACIONES, RECOMENDACIONES Y 

ACCIONES PROMOVIDAS Y DE MULTAS Y 

DEMÁS ACCIONES QUE DERIVEN DE LOS 

RESULTADOS DE LAS AUDITORÍAS 

PRACTICADAS. 

ASF 
REMOCIÓN, ART. 92, 

LFRC. 
DE 

CONTROL 

LFRC, ART. 
30. 

LA ASF INFORMARÁ A LA CÁMARA DEL 

ESTADO QUE GUARDA LA SOLVENTACIÓN 

DE OBSERVACIONES Y ACCIONES 

PROMOVIDAS A LAS ENTIDADES 

FISCALIZADAS (SEMESTRAL) Y DEBERÁ 

SER PUBLICADO EN LA PÁGINA DE 

INTERNET.  

ASF 
REMOCIÓN, ART. 92, 

LFRC. 
DE 

CONTROL 

LFRC, ART. 
38. 

LA ASF ENVIARÁ A LA COMISIÓN DE 

VIGILANCIA Y A LA DE PRESUPUESTO, A 

MÁS TARDAR EL 15 DE FEBRERO LAS 

REGLAS DE OPERACIÓN DEL PROGRAMA 

PARA LA FISCALIZACIÓN DEL GASTO 

FEDERALIZADO, Y EN SEPTIEMBRE SE 

INFORMARÁ SU CUMPLIMIENTO.  

ASF 
REMOCIÓN, ART. 92, 

LFRC. 
DE 

CONTROL 

LFPRH, 
ART. 54.  

LOS PODERES O DEPENDENCIAS QUE AL 

31 DE DICIEMBRE CONSERVEN 

RECURSOS DEBERÁN REINTEGRAR EL 

IMPORTE A LA TESORERÍA DENTRO DE 

LOS 15 DÍAS SIGUIENTES.  

CONGRESO 
REINTEGRAR RECURSOS 

AL EJECUTIVO. 
DE 

CONTROL 

LOCGEUM, 
ART. 45, 
4.  

LAS COMISIONES ORDINARIAS CUYA 

MATERIA SE CORRESPONDE CON LOS 

RAMOS DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

HARÁN EL ESTUDIO DEL INFORME 

PRESIDENCIAL Y FORMULARÁN UN 

DOCUMENTO EN EL QUE CONSTEN LAS 

CONCLUSIONES DE SU ANÁLISIS.  

COMISIONES 

ORDINARIAS DE 

LA CDD 
N.D. 

DE 

CONTROL 

LFSF, ART. 
91 Y 92. 

LA UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 

DE LA ASF VIGILARÁ EL DESEMPEÑO DE 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LA ASF Y 

DEPENDERÁ DE LA COMISIÓN DE 

VIGILANCIA.  

UNIDAD DE 

EVALUACIÓN Y 

CONTROL DE LA 

ASF 

N.D. 
DE 

CONTROL 

 

Respecto a la función político-administrativa, a diferencia de las 
obligaciones constitucionales que le permiten al legislativo ser un contrapeso 
de otros poderes y participar en los nombramientos de servidores públicos, en 
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la Ley Orgánica del Congreso se establecen criterios de organización interna 
de las cámaras y de sus respectivos órganos internos como las mesas 
directivas, la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos 
Legislativos, algunos aspectos de trabajo en comisiones y se señalan los 
alcances de las respectivas Juntas de Coordinación Política. Del análisis de la 
ley, se concluye que es éste último órgano interno el que concentra la 
mayoría de los poderes. La junta, integrada por los coordinadores de los 
grupos parlamentarios, tiene facultades para asignar los recursos que la 
respectiva Cámara le otorga a los propios grupos parlamentarios, propone la 
integración de las comisiones y define quiénes ocuparán las mesas directivas 
de las comisiones, lo cual impide a los miembros de la comisión elegir a sus 
presidentes, además de tener la facultad de aprobar el anteproyecto de 
presupuesto anual de la Cámara. Mediante esas facultades, los coordinadores 
de los grupos aseguran la disciplina de los legisladores de sus partidos dentro 
de las comisiones, ya que una indisciplina puede ser sancionada 
informalmente mediante la remoción de la comisión y la lealtad puede ser 
premiada mediante la designación como presidente o secretario de alguna 
comisión relevante o con presencia mediática. En ese sentido, la ley orgánica 
está diseñada para que el legislador informe y justifique sus acciones al 
coordinador de su partido y no a sus electores.  

 
CUADRO 15. OBLIGACIONES EN LEYES SECUNDARIAS, NIVEL COLECTIVO.  

FUNCIÓN POLÍTICO-ADMINISTRATIVA 
 

LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD 

OTORGADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

LFSF, 
ART. 67, 
VIII.  

LA COMISIÓN DE VIGILANCIA DEBE 

PRESENTAR LA PROPUESTA DE LOS 

CANDIDATOS A OCUPAR EL CARGO DE 

AUDITOR SUPERIOR Y DEL TITULAR DE LA 

UNIDAD DE EVALUACIÓN.  

COMISIÓN DE 

VIGILANCIA 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 14, 
4.  

PARA LA CONFORMACIÓN DE LOS GRUPOS 

PARLAMENTARIOS, LOS PARTIDOS 

COMUNICARÁN A LA CÁMARA A MÁS TARDAR 

EL 28 DE AGOSTO, LA INTEGRACIÓN DE SU 

GRUPO Y ENVIARÁN: DENOMINACIÓN DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO; LISTADO DE 

INTEGRANTES; Y NOMBRE DEL 

COORDINADOR. 

GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM.  
ART. 17  

PARA LA ELECCIÓN DE MESA DIRECTIVA, LOS 

GRUPOS PARLAMENTARIOS POSTULARÁN A 

CANDIDATOS QUE CUENTEN CON UNA 

TRAYECTORIA Y COMPORTAMIENTO QUE 

ACREDITEN PRUDENCIA, TOLERANCIA Y 

RESPETO EN LA CONVIVENCIA, ASÍ COMO 

EXPERIENCIA EN LA CONDUCCIÓN DE 

ASAMBLEAS.  

GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, EN LA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA DE LA GRUPOS N.D. POLÍTICO-
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LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD 

OTORGADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

ART. 26  LEGISLATURA, CADA GRUPO PARLAMENTARIO 

ENTREGARÁ A LA SECRETARÍA GENERAL: EL 

ACTA DE CONSTITUCIÓN; LAS NORMAS DE 

FUNCIONAMIENTO INTERNO; EL NOMBRE DEL 

COORDINADOR.  

PARLAMENTARIOS ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 29, 
1 Y 2.  

LA JUNTA DE COORDINACIÓN POLÍTICA 

DISPONDRÁ UNA SUBVENCIÓN MENSUAL PARA 

CADA GRUPO PARLAMENTARIO, INTEGRADA 

POR UNA SUMA FIJA DE CARÁCTER GENERAL Y 

OTRA VARIABLE, EN FUNCIÓN DEL NÚMERO DE 

DIPUTADOS.  

GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, 
45, 6.  

AL FINAL DE LA LEGISLATURA, LAS 

COMISIONES DEBERÁN ENTREGAR UN 

ARCHIVO CON TODOS LOS ASUNTOS QUE LES 

SEAN TURNADOS.  

COMISIONES 

ORDINARIAS DE 

LA CDD 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, 
45, 6.  

LAS COMISIONES ELABORARÁN SU PROGRAMA 

ANUAL DE TRABAJO Y RENDIRÁN UN INFORME 

SEMESTRAL DE ACTIVIDADES.  

COMISIONES 

ORDINARIAS DE 

LA CDD 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, 
45, 6.  

LAS COMISIONES ORDINARIAS DEBERÁN 

SESIONAR CUANDO MENOS UNA VEZ AL MES.  

COMISIONES 

ORDINARIAS DE 

LA CDD 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 72  

PARA LA CONSTITUCIÓN DE LOS GRUPOS 

PARLAMENTARIOS DEBERÁN PRESENTAR: 

ACTA CONSTITUTIVA, NOMBRE DEL 

COORDINADOR Y ESTATUTOS O NORMAS 

INTERNAS.  

GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

 
Las obligaciones que corresponden a la función jurisdiccional del Congreso 

están establecidas en el nivel constitucional aunque algunos detalles de 
procedimiento se señalan en la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, ahí se señala en su art. 12, que la Subcomisión de Examen 
Previo procederá en un plazo no mayor a treinta días hábiles después de 
presentada la denuncia por cualquier ciudadano, a determinar si el 
denunciado es sujeto de esa ley y si la denuncia contiene elementos de 
prueba para iniciar el procedimiento de juicio político. Sin embargo, en la 
Cámara de Diputados existen casos archivados por más de diez años sin 
consecuencia legal alguna y las comisiones que forman parte del proceso no 
presentan informes sobre el estado que guardan los casos. La Ley Orgánica, 
como se aprecia en el cuadro 16, señala la integración de las comisiones pero 
remite a otros instrumentos legales para detallar sus procedimientos.27  

                                                 
27 La más reciente reforma al art. 69 constitucional, en 2008, establece que cada una de las cámaras realizará el 
análisis del informe presidencial y podrá solicitar al presidente de la república ampliar la información mediante 
pregunta por escrito y citar a los secretarios, procurador y directores de las entidades paraestatales a comparecer y 
rendir informes “bajo protesta de decir verdad”, lo cual equivaldría a darle personalidad jurisdiccional al Pleno y a 
las comisiones. Sin embargo, no existe ninguna previsión legal sobre los posibles efectos de que estos funcionarios 
no se conduzcan en esos términos. Por tanto, la omisión de una reforma al código penal vuelve inaplicable la 
disposición constitucional. 
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CUADRO 16. OBLIGACIONES EN LEYES SECUNDARIAS, NIVEL COLECTIVO  
FUNCIÓN JURISDICCIONAL 

 

LEY DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD OTORGADA SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

LOCGEUM, 
ART. 40, 
5.  

LA COMISIÓN JURISDICCIONAL DESIGNARÁ A 

LA SECCIÓN INSTRUCTORA ENCARGADA DE 

SUSTANCIAS LOS PROCEDIMIENTOS DE 

RESPONSABILIDADES DE SERVIDORES 

PÚBLICOS.  

COMISIÓN 

JURISDICCIONAL C. 
DIPUTADOS. 

N.D. JURISDICCIONAL 

LOCGEUM, 
ART. 101, 
1.  

LA COMISIÓN JURISDICCIONAL INTEGRARÁ 

UNA SECCIÓN DE ENJUICIAMIENTO 

ENCARGADA DE LAS FUNCIONES A QUE SE 

REFIERE LA LEY FEDERAL DE 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS. 

COMISIÓN 

JURISDICCIONAL 

DEL SENADO 
N.D. JURISDICCIONAL 

 
El Congreso cuenta aún con sofisticados instrumentos de fiscalización de 

las acciones del ejecutivo y de servidores públicos de los otros poderes, 
mientras que los instrumentos de control intraorgánicos en el nivel individual 
o de sanción para los legisladores son débiles y omisos. Una de las 
características que permanecen en la legislación de fiscalización es que la 
Auditoría Superior de la Federación, a pesar de su autonomía de gestión, no lo 
es completamente y tiene que rendir cuentas a la Comisión de Vigilancia. Esa 
comisión, por su composición, temporalidad e intereses, puede seguir criterios 
que no son necesariamente técnicos sino políticos o partidarios y no existe 
previsión legal alguna para evitarlo. Uno de sus instrumentos de control para 
las acciones de la auditoría es la existencia de una Unidad de Vigilancia que 
está facultada para sancionar a servidores públicos de la ASF, pero estas 
sanciones deberán ser aprobadas por la Comisión de Vigilancia. La pregunta 
sigue presente: ¿a quién rinde cuentas la Comisión de Vigilancia? No rinde 
cuentas al Pleno de la Cámara o a la Conferencia para la Programación de los 
Trabajos Legislativos pues ninguna le sanciona formal o informalmente. Los 
únicos con poderes informales de sanción son los coordinadores 
parlamentarios de los partidos ya que están facultados para solicitar la 
remoción de los miembros de sus respectivos partidos en las comisiones. Así, 
esa y otras muchas comisiones rinden cuentas a quienes tienen los 
instrumentos para sancionar sus acciones. Los ciudadanos no cuentan con esas 
herramientas.  

En la revisión de las obligaciones en leyes secundarias para el Congreso se 
puede concluir que la constante es la ausencia de sanciones al incumplimiento 
de esas obligaciones por el ejercicio de cualquiera de sus funciones. En 
contraste, y como se advierte también en el nivel constitucional, es elevado 
el número de responsabilidades en materia de controles interorgánicos hacia 
el poder ejecutivo y otros órganos.  
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ii. Obligaciones individuales en leyes secundarias 
El estatus del legislador es el conjunto de derechos, deberes y garantías que 
definen el mandato representativo de aquéllos, es decir, su posición jurídica 
en tanto que miembros del órgano legislativo (Cobreros y Sainz, 1991: 102, 
citado por Fernández, 2003). Es necesario hacer este repaso porque en la 
tradición del derecho parlamentario y constitucional, la inmunidad que le 
otorga por sus dichos y acciones debe ser exclusivamente con el fin de brindar 
independencia y otorgarle al representante popular las condiciones mínimas 
de libertad política frente a otros órganos del Estado. Sin embargo, bajo esta 
protección puede haber excesos en la conducta del legislador que no estén 
relacionadas con su actividad parlamentaria o su libertad para emitir 
opiniones. Cuando no existe claridad en los límites de la inmunidad 
parlamentaria, un legislador puede cometer excesos o abusar del fuero 
constitucional. Ese es el caso de México donde no hay claridad sobre las 
fronteras legales del fuero y donde el marco jurídico mexicano otorga un 
régimen de excepción para el legislador al exentarlo de posibles sanciones en 
tanto no se realice un juicio político. En lo que respecta a la conducta de los 
legisladores, el presidente de cada cámara está facultado para aplicar 
sanciones a los legisladores. Sin embargo, sus instrumentos de sanción son 
débiles e imperfectos y la voluntad para su aplicación, prácticamente nula.  

Por otro lado, el legislador realiza una serie de actividades que no están 
formalmente atribuidas como parte de su responsabilidad parlamentaria. La 
“gestión” es una actividad tradicional que el diputado o senador realiza 
cotidianamente a través de su acción política y social a nivel local o regional, 
como interlocutor de grupos de interés y como vocero de sectores o actores 
locales.  

Lo que se observa en el cuadro 17 son las obligaciones a las que están 
sujetos en lo individual los legisladores. A partir de su análisis se puede 
deducir cómo muchas de las actividades que desempeñan los diputados y 
senadores no son producto de un mandato legal sino una consecuencia de la 
actividad política y de la práctica parlamentaria. 
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CUADRO 17. OBLIGACIONES EN LEYES SECUNDARIAS, NIVEL INDIVIDUAL 
 

LEY 
DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD 

OTORGADA 
SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

LOCGEUM, 
ART. 67, 1, J.  
 

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA PODRÁ 
REQUERIR A LOS SENADORES 
FALTISTAS, A CONCURRIR A LAS 
SESIONES DE LA CÁMARA Y APLICAR, 
EN SU CASO, LAS MEDIDAS Y 
SANCIONES PROCEDENTES.  

SENADORES 
DESCUENTO DE 

DIETA 
DE CONTROL 

LOCGEUM, 
ART. 22 

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
ES EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE 
DIPUTADOS Y EXPRESA SU UNIDAD. 
GARANTIZA EL FUERO CONSTITUCIONAL 
DE LOS DIPUTADOS Y VELA POR LA 
INVIOLABILIDAD DEL RECINTO 
LEGISLATIVO.  

PRESIDENTE DE LA 
MESA DIRECTIVA 
DE LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS 

DESTITUCIÓN POR 
DOS TERCERAS 

PARTES DEL 
PLENO 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 23, 2.  

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA 
DISPONDRÁ LA ELABORACIÓN 
INMEDIATA DEL BANDO SOLEMNE DE 
PRESIDENTE ELECTO CUANDO SEA 
DECLARADO POR EL TRIBUNAL 
ELECTORAL, DARLO A CONOCER AL 
PLENO Y ORDENAR SU PUBLICACIÓN EN 
EL DIARIO OFICIAL.  

PRESIDENTE DE LA 
MESA DIRECTIVA 
DE LA CÁMARA DE 

DIPUTADOS 

DESTITUCIÓN POR 
DOS TERCERAS 

PARTES DEL 
PLENO 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 36, 1,  

CORRESPONDE AL PRESIDENTE DE LA 
JUNTA DE COORDINACIÓN POLÍTICA 
PONER A CONSIDERACIÓN DE LA 
CONFERENCIA CRITERIOS PARA LA 
ELABORACIÓN DEL PROGRAMA DE CADA 
PERIODO DE SESIONES, TENIENDO 
COMO BASE LA AGENDA PRESENTADA 
POR LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS, Y 
DISPONER LA ELABORACIÓN DEL 
ANTEPROYECTO DE PRESUPUESTO 
ANUAL.  

PRESIDENTE DE LA 
JUNTA DE 

COORDINACIÓN 
POLÍTICA 

N.D. LEGISLATIVA 

LOCGEUM, 
ART. 23, N).  

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA 
REQUERIRÁ A LOS DIPUTADOS QUE NO 
ASISTAN, A CONCURRIR A LAS 
SESIONES DE LA CÁMARA Y DEBERÁ 
COMUNICAR AL PLENO LAS MEDIDAS O 
SANCIONES QUE APLIQUE.  

PRESIDENTE DE LA 
CÁMARA DE 
DIPUTADOS 

N.D. REPRESENTACIÓN 

LOCGEUM, 
ART. 44, 1. Y 
105, 1. 

LOS MIEMBROS DE LAS COMISIONES 
ESTÁN OBLIGADOS A ACUDIR 
PUNTUALMENTE A SUS REUNIONES Y 
SÓLO PODRÁN FALTAR POR CAUSA 
JUSTIFICADA Y DEBIDAMENTE 
COMUNICADA.  

DIPUTADOS Y 
SENADORES 

SUSTITUCIÓN 
TEMPORAL O 

DEFINITIVA DE LA 
COMISIÓN A 

SOLICITUD DEL 
COORDINADOR 

DEL GP 

REPRESENTACIÓN 

LOCGEUM, 
ART. 11, 1.  

DIPUTADOS Y SENADORES SERÁN 
RESPONSABLES POR LOS DELITOS QUE 
COMETAN DURANTE EL TIEMPO DE SU 
ENCARGO Y POR LOS DELITOS, FALTAS 
U OMISIONES EN QUE INCURRAN, NO 
PODRÁN SER DETENIDOS HASTA 
CONCLUIDO EL PROCEDIMIENTO 
CONSTITUCIONAL.  

DIPUTADOS Y 
SENADORES 

DESAFUERO JURISDICCIONAL 
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Con respecto a otras esferas sobre las cuales el legislador no informa y no 
se tiene una sola previsión en las leyes secundarias, destaca la responsabilidad 
que deben tener los legisladores para informar sobre el ejercicio de los 
recursos públicos de manera directa. Los legisladores reciben subvenciones 
mensuales en materia de gestión legislativa, tarjetas para no pagar las cuotas 
en autopistas nacionales, vales de comida y boletos de avión mensuales, 
reembolso de gastos por medicamentos y otros gastos médicos, entre otros 
que se detallan en la sección 2.3 de este capítulo.  

Según la Ley Orgánica del Congreso, los legisladores son responsables 
únicamente por ausentarse del Pleno o de las comisiones sin “causa 
justificada”, pero su eventual sustitución de las comisiones depende de la 
voluntad del coordinador parlamentario de su partido político. La Ley 
Orgánica permite a los líderes partidarios en ambas Cámaras controlar el 
comportamiento de sus legisladores ya que le permite solicitar la sustitución 
en las comisiones, de los legisladores de su partido, sea por faltas o por 
cualquier otra razón, sin mayor restricción que su propia voluntad.  

 
C. Obligaciones en nivel reglamentario  
 
En marzo de 1934 se aprobó un Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos para normar el 
procedimiento legislativo. Con mínimas reformas (la última en 1981), ese 
reglamento permanece “vigente” pues no ha sido abrogado por alguno nuevo, 
pero en la práctica parlamentaria se aplica fundamentalmente en lo relativo 
al debate y a los procedimientos de votación y aprobación de leyes y 
decretos.28  

En julio de 2007 se publicó la reforma constitucional en materia de acceso 
a la información, la cual establece que toda la información que posea 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, 
es pública (salvo en casos de reserva o datos personales), que toda persona 
tiene el derecho de acceso gratuito a la misma y que en su interpretación 
siempre regirá el principio de máxima publicidad. A las entidades se les 
otorgó un periodo de un año a partir de esa fecha para adaptar sus respectivas 
leyes para garantizar el ejercicio de ese derecho. Las obligaciones 
establecidas en estos reglamentos y acuerdos también se presentan en dos 
niveles: colectivo e individual.  
 
i. Obligaciones reglamentarias colectivas 
Como se aprecia en el cuadro 18, del análisis de las disposiciones en el nivel 
reglamentario o de acuerdos internos del poder legislativo, se desprende que 
                                                 
28 Un ejemplo claro de una de las disposiciones reglamentarias del proceso legislativo que no se respetan es el plazo 
de cinco días que una comisión tiene para dictaminar los asuntos que le son turnados, según el art. 87 del 
Reglamento Interior del Congreso.  
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aún cuando se asumen responsabilidades para transparentar información de 
carácter legislativo, los procesos e información para la adopción de esas 
decisiones aún son materia inaccesible al público. De la misma forma, los 
mandatos autoimpuestos por las cámaras del Congreso no señalan cuáles 
podrían ser las sanciones que puedan ejercer las respectivas mesas directivas 
o los órganos de gobierno, lo cual genera, consecuentemente, que la 
concentración de sanciones informales se otorgue a los coordinadores de los 
grupos parlamentarios quienes pueden retirar o modificar la composición de 
integrantes de comisiones e incluso de las mesas directivas de las comisiones, 
de la misma forma que la Junta de Coordinación Política (JUCOPO) de cada 
Cámara, integradas por los coordinadores de partidos, asumen el control 
discrecional de qué información es reservada y cuál es pública, sin que exista 
la posibilidad de recurrir a instancias externas al poder legislativo para 
objetar sus clasificaciones.29  
 

CUADRO 18. OBLIGACIONES EN REGLAMENTOS Y ACUERDOS, NIVEL COLECTIVO 
 

LEY DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD OTORGADA SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

RTCD 

ART. 
10, 1. 
Y 22.  

EL ÓRGANO RECTOR PRESENTA A LA CÁMARA Y 

AL CONSEJO, INFORMES SEMESTRALES (ENERO 

Y JULIO) Y UN PROGRAMA ANUAL DE 

ACTIVIDADES.  

JUCOPO CÁMARA DE 

DIPUTADOS 
N.D. DE CONTROL 

RTCD 

ART. 
15. 

TODA NORMATIVIDAD Y DOCUMENTOS 

GENERADOS POR EL ÓRGANO RECTOR DEBEN 

DIVULGARSE EN LA GACETA PARLAMENTARIA Y 

EN EL PORTAL DE INTERNET DE LA CÁMARA. 

JUCOPO CÁMARA DE 

DIPS. 
N.D. DE CONTROL 

RTCD, 
ART. 
24, 1.  

EL CONSEJO INFORMA SEMESTRALMENTE 

SOBRE POLÍTICAS INSTITUCIONALES DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

CONSEJO N.D. DE CONTROL 

RTCD, 
ART. 
24, 2.  

LA NORMATIVIDAD Y DOCUMENTOS 

GENERADOS POR EL CONSEJO DEBEN 

DIVULGARSE EN LA GACETA PARLAMENTARIA, Y 

EN EL PORTAL DE INTERNET DE LA CÁMARA 

DENTRO DE LOS DIEZ DÍAS HÁBILES 

SIGUIENTES A SU EXPEDICIÓN 

CONSEJO N.D. DE CONTROL 

RTCD, 
ART. 
44. 

TODA INFORMACIÓN EN PODER DE LA CÁMARA 

SE PRESUME PÚBLICA Y DEBE ESTAR 

ASEQUIBLE, SALVO LA RESERVADA Y DATOS 

SECRETARÍA 

GENERAL DE LA 

CDD. 
N.A. DE CONTROL 

                                                 
29 Un estudio realizado por el CIDE a petición del IFAI señaló lo siguiente: “en lo que respecta al grado de 
correspondencia entre los principios de publicidad y transparencia y el diseño institucional, notamos que en el 
senado de la república se ha puesto mayor énfasis en aspectos de calidad institucional en detrimento del 
cumplimiento de las obligaciones de transparencia. La Cámara de Diputados, por su parte, muestra un grado de 
correspondencia significativamente bajo, pues no sólo ha sido incapaz de cumplir con la publicación de datos 
formales de la organización, sino que tampoco ha podido incorporar a la transparencia en el diseño de sus unidades, 
ni en los esfuerzos institucionales en la materia […] los dos órganos legislativos han fallado en los esfuerzos de 
publicación de información en la Internet. Esto es, ambas organizaciones no han sido capaces de dar cumplimiento a 
las obligaciones de transparencia, a pesar de contar con herramientas normativas que pudieran reglamentar el 
manejo de la información en dichas organizaciones” (CIDE-IFAI, 2006: 73-74). 
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LEY DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD OTORGADA SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

PERSONALES PROTEGIDOS.  

RTCD 

ART. 
53. 

LAS COMISIONES Y COMITÉS DEBEN INCLUIR 

EN EL INFORME SEMESTRAL LA INFORMACIÓN 

SOBRE INTEGRANTES, SESIONES, ACTAS, 
DICTÁMENES, MINUTAS, INICIATIVAS Y 

PUNTOS DE ACUERDO, ASÍ COMO EL ESTADO 

EN QUE SE ENCUENTREN, Y EJERCICIO DEL 

PRESUPUESTO. 

COMISIONES CDD N.D. DE CONTROL 

APTS, 
ART. 
4.  

LA CÁMARA DEBERÁ PONER A DISPOSICIÓN DEL 

PÚBLICO LA INFORMACIÓN SOBRE SU 

ESTRUCTURA, FACULTADES, DIRECTORIO, 
ORDEN DEL DÍA DE SESIONES, LA GACETA 

PARLAMENTARIA Y EL DIARIO DE DEBATES, 
INICIATIVAS DE LEY Y PROYECTOS, REGISTRO 

DE ASISTENCIA DE SENADORES A SESIONES DE 

PLENO Y COMISIONES, SENTIDO DE VOTOS, 
REMUNERACIÓN, DOMICILIO DE UNIDAD DE 

ENLACE, METAS Y OBJETIVOS DE LAS ÁREAS, 
SERVICIOS Y TRÁMITES QUE SE OFRECEN, 
ASIGNACIÓN Y EJERCICIO PRESUPUESTAL, 
RESULTADOS DE AUDITORIAS, 
CONTRATACIONES, MARCO NORMATIVO, 
INFORMES, MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN 

CIUDADANA, INFORMES DE VIAJES OFICIALES E 

INFORME SEMESTRAL DE PRESUPUESTAL.  

CÁMARA DE 

SENADORES 
N.D. DE CONTROL 

APTS, 
ART. 
8.  

LA CÁMARA ELABORARÁ ANUALMENTE UN 

INFORME PÚBLICO DE LAS ACTIVIDADES 

REALIZADAS PARA GARANTIZAR EL ACCESO A 

LA INFORMACIÓN, SIGUIENDO LOS 

LINEAMIENTOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 

62 DE LA LEY, DEL CUAL DEBERÁN REMITIR 

UNA COPIA AL INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO 

A LA INFORMACIÓN. 

CÁMARA DE 

SENADORES 
N.D. DE CONTROL 

APTS, 
ART. 
11. 

LA MESA DIRECTIVA DE LA CÁMARA INTEGRARÁ 

UNA UNIDAD DE ENLACE QUE RECABARÁ Y 

DIFUNDIRÁ LA INFORMACIÓN.  

MESA DIRECTIVA 

DEL SENADO 
N.D. DE CONTROL 

APTS, 
ART. 
12. 

LA COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN FUNGIRÁ 

COMO COMITÉ DE INFORMACIÓN Y 

COORDINARÁ Y SUPERVISARÁ LAS ACCIONES 

DE TRANSPARENCIA, CONFIRMARÁ, 
MODIFICARÁ O REVOCARÁ LA CLASIFICACIÓN 

DE LA INFORMACIÓN HECHA POR LOS 

TITULARES DE LAS ENTIDADES DE LA CÁMARA.  

COMISIÓN DE 

ADMINISTRACIÓN 

DEL SENADO 
N.D. DE CONTROL 

APTS, 
ART. 
14 Y 

17.  

LA CÁMARA CONTARÁ CON UN COMITÉ DE 

GARANTÍA DE ACCESO Y TRANSPARENCIA DE LA 

INFORMACIÓN QUE CONOCERÁ Y RESOLVERÁ 

LOS RECURSOS DE REVISIÓN Y HARÁ DEL 

CONOCIMIENTO DE LA CONTRALORÍA DEL 

SENADO LAS INFRACCIONES A LA LEY, Y 

RENDIRÁ UN INFORME ANUAL.  

COMITÉ DE ACCESO 

A LA INFORMACIÓN 

DEL SENADO 
N.D. DE CONTROL 

RTCD, 
ART. 
10. 

EL ÓRGANO RECTOR (DE TRANSPARENCIA) ES 

LA INSTANCIA ENCARGADA DE ESTABLECER 

LAS POLÍTICAS INSTITUCIONALES EN MATERIA 

ÓRGANO RECTOR DE 

TRANSPARENCIA DE 

LA CÁMARA DE 

N.D. 
POLÍTICO-

ADMINISTRATIVA 
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LEY DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD OTORGADA SUJETO SANCIÓN FUNCIÓN 

DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE 

DATOS PERSONALES EN LA CÁMARA. SE 

INTEGRA POR UN PRESIDENTE, VOCALES (LOS 

COORDINADORES DE TODOS LOS GRUPOS 

PARLAMENTARIOS) Y CUATRO CONSULTORES 

(EL SECRETARIO GENERAL, EL CONTRALOR, EL 

DIRECTOR DE ASUNTOS JURÍDICOS Y EL 

TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE 

LA CÁMARA).  

DIPUTADOS 

RTCD, 
ART. 
48, 1.  

LOS ÓRGANOS DE LA CÁMARA DEBEN 

DESIGNAR A LOS RESPONSABLES DE PROCESAR 

LA INFORMACIÓN, TRAMITAR Y DESAHOGAR 

LAS SOLICITUDES. 

TODOS ÓRGANOS DE 

LA CÁMARA 
N.D. 

POLÍTICO-
ADMINISTRATIVA 

 

En 2009, sigue vigente el acuerdo parlamentario que el senado aprobó seis 
años atrás donde señalaron que tal disposición era temporal y tendría vigencia 
“hasta que el Pleno emita las disposiciones legislativas que correspondan”. En 
virtud de que no existen mecanismos de sanción que obliguen al senado a 
adaptar sus normas a la reforma constitucional, los procedimientos 
legislativos opacos y la escasez de información administrativa siguen 
prevaleciendo en esa institución. 

Por su parte, el 6 de abril de 2009 se publicó el Reglamento de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales de la Cámara de Diputados, que obliga a la propia Cámara a tener 
disponible al público toda la información legislativa que se genere. En los 
hechos lo que está disponible al público son las iniciativas, dictámenes, 
minutas y decretos, además del Diario de los Debates y la Gaceta 
Parlamentaria, que contienen información relevante como las votaciones 
nominales, el debate del Pleno y el orden del día. Mientras que no se hace 
pública, y a pesar de estar estipulado en el Acuerdo para la Transparencia del 
Senado, información importante como la asistencia, debate y votación en 
comisiones y lo relativo a la distribución y ejercicio del presupuesto (ver 
sección 2.3). El cuadro 18 presenta las disposiciones tanto de ese reglamento 
como del citado acuerdo parlamentario del senado en la materia. La novedad 
del reglamento recién aprobado es la creación de un Consejo, nombrado por 
la propia Cámara, que tiene la capacidad de determinar en última instancia 
sobre la clasificación de información. Sin embargo, para que un asunto llegue 
a esa última instancia deberán pasar al menos otras dos instancias de revisión, 
controladas por los coordinadores de los grupos parlamentarios en la Cámara.  
 
ii. Obligaciones reglamentarias individuales 
El estatus del legislador en México le permite, dentro de la ley y sus normas 
reglamentarias, actuar con absoluta irresponsabilidad. Mientras se conduzca 
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con apego a las prácticas disciplinadas de su partido político, su desempeño 
en la legislatura no se verá afectado. Uno de los pocos esfuerzos por normar 
el comportamiento legislativo y hacer accesible al público las actividades que 
realiza cada legislador se supondría que es el Reglamento de Transparencia 
que, en el análisis literal de su contenido, nos hace ver que opera en 
contrario pues concentra en manos de los coordinadores parlamentarios las 
directrices y políticas en materia de transparencia en la Cámara de Diputados, 
al igual que en el senado.  

El cuadro 19 presenta las obligaciones que ambas disposiciones 
reglamentarias en materia de transparencia atribuyen en lo individual tanto a 
los legisladores como a los servidores públicos de los órganos parlamentarios. 

 
CUADRO 19. OBLIGACIONES EN REGLAMENTOS Y ACUERDOS, NIVEL INDIVIDUAL 

 
LEY  DESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD 

OTORGADA  
SUJETO  SANCIÓN FUNCIÓN 

RTCD, 
ART. 
51. 

LOS COORDINADORES DE LOS GRUPOS 
PARLAMENTARIOS ESTÁN OBLIGADOS A 
PUBLICAR LA INFORMACIÓN A QUE SE 
REFIERE LA LEY DE TRANSPARENCIA. 

COORDINADORES 

DE LOS GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 
N.D. 

DE 

CONTROL 

RTCD, 
ART. 
54. 

LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS DEBEN 
PRESENTAR AL ÓRGANO RECTOR INFORMES 
SEMESTRALES SOBRE CUSTODIA Y 
CONDICIONES DE LOS VEHÍCULOS, ESPACIOS 
FÍSICOS, BIENES MUEBLES E INMUEBLES, Y 
ASIGNACIÓN Y DESTINO FINAL A DETALLE DE 
LOS RECURSOS ECONÓMICOS Y MATERIALES 
QUE SE LES PROVEA INSTITUCIONALMENTE. 

COORDINADORES 

DE GRUPOS 

PARLAMENTARIOS 
N.D. 

DE 

CONTROL 

RTCD, 
ART. 
80. 

CUANDO EXISTA INFORMACIÓN 
CONSIDERADA COMO CONFIDENCIAL, LOS 
TITULARES DE LOS ÓRGANOS DEBEN REMITIR 
LA INFORMACIÓN Y PRUEBA DE RIESGO EN 5 
DÍAS HÁBILES AL ÓRGANO RECTOR, PARA SU 
RESOLUCIÓN EN DOS DÍAS HÁBILES.  

TITULARES DE 

TODOS LOS 

ÓRGANOS 
N.D. 

DE 

CONTROL 

APTS, 
ART. 
9. 

LAS ENTIDADES DE LA CÁMARA OBLIGADAS A 
PROPORCIONAR INFORMACIÓN DE SU 
QUEHACER PÚBLICO SON LOS ÓRGANOS DE 
GOBIERNO, GRUPOS PARLAMENTARIOS, 
COMISIONES Y COMITÉS, IIL DEL SENADO, 
SECRETARÍAS GENERALES, TESORERÍA, 
CONTRALORÍA INTERNA, COORDINACIONES 
DE COMUNICACIÓN Y ASUNTOS 
INTERNACIONALES, DIRECCIONES Y 
UNIDADES.  

SERVIDORES 

PÚBLICOS DE LA 

CÁMARA DE 

SENADORES 

EN TÉRMINOS DE LA LEY 

DE 

RESPONSABILIDADES 

DE SERVIDORES 

PÚBLICOS 

DE 

CONTROL 

APTS, 
ART. 
22. 

LAS ENTIDADES DE LA CÁMARA ELABORARÁN 
SEMESTRALMENTE Y POR RUBROS TEMÁTICOS 
UN ÍNDICE DE LOS EXPEDIENTES 
CLASIFICADOS COMO RESERVADOS QUE 
DEBERÁ INDICAR CÓMO SE GENERÓ LA 
INFORMACIÓN, LA FECHA DE SU 
CLASIFICACIÓN, SU FUNDAMENTO, EL PLAZO 
DE RESERVA Y, EN SU CASO, LAS PARTES DE 
LOS DOCUMENTOS QUE SE RESERVAN. EN 
NINGÚN CASO EL ÍNDICE SERÁ CONSIDERADO 
COMO INFORMACIÓN RESERVADA. 

SERVIDORES 

PÚBLICOS 

TITULARES DE 

ENTIDADES 

INTERNAS 

N.A. 
DE 

CONTROL 
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Conviene enfatizar que el acuerdo del senado prevé fincar 

responsabilidades a aquellos servidores públicos y legisladores que no pongan 
a disposición del público la información prevista por la ley y el propio 
acuerdo, a diferencia del detallado reglamento de la Cámara de Diputados 
que no cuenta con un capítulo de sanciones o responsabilidades aplicables a 
legisladores.  
 
2.3. Las cuentas del poder legislativo en México  
 
A. El marco jurídico del gasto del Congreso en México  
 
Para garantizar la autonomía de los poderes legislativo y judicial, la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria señala que estos 
poderes deberán aprobar sus respectivos proyectos de presupuesto y enviarlos 
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para ser integrado al proyecto 
de presupuesto. La ley no señala cuáles deberán ser los procedimientos para 
hacerlo pero sí mandata que deberá ajustarse a los principios de eficiencia, 
eficacia y transparencia y observar los criterios generales de política 
económica. El poder legislativo norma este procedimiento en su Ley Orgánica 
en la cual se atribuye a la Junta de Coordinación Política la aprobación del 
anteproyecto presupuestal. Para su elaboración, la junta se apoya en un 
comité de administración “cuya presidencia deberá recaer en un diputado del 
mismo grupo parlamentario de quien presida aquella” según la propia Ley. 
Con esta coincidencia de presidencias tanto del comité como de la Junta, se 
disminuyen las posibilidades de contar con mecanismos de control 
interorgánico. El presidente de la Junta tiene la atribución de disponer la 
elaboración del anteproyecto de presupuesto anual y, una vez aprobado por la 
Junta y el Pleno, se deberá enviar al ejecutivo para su integración al proyecto 
que deberá aprobar el Pleno de la Cámara de Diputados en los términos del 
art. 74 constitucional.  

Por su parte, la Cámara de Senadores no tramita el anteproyecto de 
presupuesto mediante la Junta de Coordinación sino a través de la mesa 
directiva del senado. El documento es elaborado por la Comisión de 
Administración y para este efecto sirve de apoyo a la mesa directiva que, a 
diferencia de la respectiva en la Cámara de Diputados, sí puede estar 
presidida por el coordinador de algún grupo parlamentario. Esta diferencia 
puede parecer mínima pero resulta sustantiva si se observa que en ambos 
casos los controles políticos internos son débiles. Como lo afirma el propio 
secretario general de la Cámara de Diputados, la Junta de Coordinación 
Política “es el órgano que actúa prácticamente como el Consejo de 
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Administración de la Cámara a través de su órgano ejecutor que es el Comité 
de Administración” (ANOMAC, 2008). 

La opacidad con que tradicionalmente se condujeron los asuntos del poder 
legislativo se justificaron mediante la inexistencia de un marco regulatorio 
efectivo. Desde 1934 y hasta 1979 (cuando se aprobó la Ley Orgánica del 
Congreso), la única normatividad interna del Congreso era el Reglamento para 
el Gobierno Interior del Congreso General. La contraloría interna de las 
cámaras del Congreso no estaba prevista ni en la ley ni en su reglamento. Un 
acuerdo parlamentario de la Gran Comisión reconocía su creación, sin 
embargo, esa debilidad en su fundamento jurídico le otorgó capacidades muy 
limitadas para ser un efectivo control interno. Es a partir de 1999 cuando se 
reforma la Ley Orgánica y se fundamenta legalmente la existencia de una 
Contraloría Interna, tanto para la Cámara de Senadores como para la de los 
Diputados.  

La aprobación de la Ley de Transparencia detonó una serie de medidas 
adoptadas al interior del poder legislativo con el fin de institucionalizar sus 
procedimientos y dotar de una mayor eficiencia en el uso de los recursos del 
Congreso. Durante la LX Legislatura (2006-2009) ambas cámaras avanzaron en 
la elaboración de instrumentos normativos para regular el trabajo de las áreas 
administrativas. Hasta ahora, contar con normatividad en materia 
administrativa es un avance, pero el reto más importante es su efectividad, 
cumplimiento y la transparencia en el uso de los recursos. No basta apegarse 
al marco jurídico ahora que éste existe, sino hacerlo con honestidad, 
transparencia y voluntad política para evitar el dispendio.  

 
B. ¿Cuánto y en qué gasta el poder legislativo?  
 
Todo legislador tiene derecho a un ingreso mensual denominado dieta. Para 
los diputados el monto a 2009 es de $77,745 pesos mensuales. A esto se debe 
sumar una prestación que se llama “asistencia legislativa” por $45,786 pesos 
mensuales que el legislador puede ocupar en sus actividades de vinculación 
ciudadana o simplemente asumirlo para sus gastos sin necesidad de 
comprobación o justificación alguna, además de una percepción adicional 
denominada “atención ciudadana” por $28,772 que igualmente viene 
integrado a su percepción mensual y sobre la que tampoco requiere 
justificación o comprobación. En total, un diputado percibe mensualmente 
$152,303 pesos. Para los senadores, el monto de su dieta en 2009 era de 
126,800 pesos y, aunque se argumenta que los senadores no recibirán ninguna 
prestación económica adicional, reciben, al igual que los diputados, 
beneficios a través de las subvenciones de los grupos parlamentarios para 
apoyar su gestión legislativa, como son vales para el pago de alimentos, 
tarjetas de pago de carreteras y autopistas, pasajes aéreos nacionales a su 
lugar de origen, apoyo para la contratación de personal de apoyo con cargo al 
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grupo parlamentario, servicio telefónico ilimitado nacional, seguro de gastos 
médicos,30 gratificación de fin de año de 40 días de dieta, fondo de ahorro o 
seguro de separación individualizado, seguro colectivo de vida, aguinaldo, 
apoyo para informes de gestión, gastos funerarios de beneficiarios, además de 
otros gastos que acuerde cada legislador con su coordinador. Estos beneficios 
son incuantificables e incuantificados en los documentos del poder legislativo 
ya que se presentan agregados y su desagregación por legislador es imposible 
de obtener, así sea mediante la Ley de Transparencia.  

La discrecionalidad de los gastos del poder legislativo en México puede 
resultar escandalosa. La Ley de Transparencia y los Acuerdos Parlamentarios 
en la materia no han sido obstáculo para que la asignación de recursos en el 
Congreso siga siendo libre, dependa exclusivamente de los coordinadores 
parlamentarios y sobre la que no haya una explicación que justifique el uso de 
recursos en diversas materias. Sin embargo, los beneficios personales que 
obtienen los legisladores no son el gasto más oneroso del órgano legislativo, 
sino el aparato administrativo que a lo largo de los años ha acompañado la 
tarea del Congreso. Se estima que la Cámara de Diputados tiene 5,745 
empleados de los cuales 33% es de base sindicalizado, 30% es personal 
temporal por honorarios y casi 20% son funcionarios de mandos medios y 
superiores; a pesar de que desde 2000 se cuenta con un Estatuto para la 
Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de Carrera de la Cámara 
de Diputados, éste fue anulado por la LVIII Legislatura (2000-2003) con el fin 
de evitar los controles internos para la asignación de puestos administrativos 
al interior de la Cámara mediante cuotas partidistas. La consecuencia de su 
anulación ha sido la poca profesionalización del personal administrativo y el 
sometimiento de los mismos a los intereses de los grupos parlamentarios y que 
la sistematización de procesos internos presente serios obstáculos, entre los 
que destaca la elaboración del presupuesto interno, cuya sistematización es 
nula ya que la elaboración del presupuesto interno de la Cámara se realiza, en 
su totalidad, manualmente.  
 

                                                 
30 En 2006, el total en gastos médicos cubiertos tan sólo por la Cámara de Diputados fue de 34.8 millones de pesos 
pagados a una aseguradora. Según cálculos del secretario general de la Cámara de Diputados, el gasto antes de la LX 
legislatura oscilaba en los 80 millones de pesos anuales ya que no existía ningún tipo de restricción para el 
reembolso de los gastos médicos.  
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Fuente: Elaboración propia con información de la Unidad de Finanzas Públicas de la Cámara de 
Diputados y del D.O.F. 
 

El presupuesto del Congreso ascendió a 9.3 mil millones de pesos en 2009 
que representa 0.3% del gasto total nacional. La evolución del presupuesto de 
la Cámara no ha aumentado significativamente y el porcentaje respecto del 
gasto nacional ha oscilado entre 0.27 y 0.3 del gasto total. Aunque parece 
mínimo en términos porcentuales respecto del monto que ejerce el gobierno 
federal, eso no justifica que los recursos no estén debidamente 
fundamentados, que no haya transparencia en su ejercicio, que las decisiones 
sobre el gasto sean discrecionales y que no haya sanciones por el uso 
indebido.  

En 1998 se creó un primer centro de estudios especializado en finanzas 
públicas, con el fin de contar con un órgano de apoyo técnico para que la 
Cámara de Diputados contara con mejores herramientas para influir en el 
proceso presupuestario.31 Quedaba claro a la mayoría opositora de esa cámara 
que no bastaba con tener la facultad legal para modificar el presupuesto si no 
tenían la capacidad técnica y el conocimiento para hacerlo. Posteriormente, 
se fueron creando más centros de estudios32 con el fin de apoyar la tarea 
legislativa y, por su parte, el senado reorganizó el existente Instituto de 
                                                 
31 El centro fue creado para “auxiliar a las comisiones ordinarias de dictamen legislativo con competencia en 
cuestiones de la hacienda pública, así como a los grupos parlamentarios y diputados que requieran de apoyo técnico 
para el mejor desarrollo de sus funciones” según la propia Cámara de Diputados (ASF, 2006:22).  
32 En 1999 se crearon también los centros de Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias y el de Estudios 
Sociales y de Opinión Pública; en 2005 los centros de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía 
Alimentaria, y de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género. Todos adscritos a la Secretaría 
de Estudios Parlamentarios.  

Evolución del presupuesto del poder legislativo 1994-2008
Porcentaje respecto del gasto neto del sector público presupuestario 
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Investigaciones Legislativas y en 2008 emitió un nuevo reglamento que no 
modificó la estructura, líneas de investigación y procedimientos para los 
nombramientos internos, los cuales siguen dependiendo de los coordinadores 
de los grupos parlamentarios. Sin embargo, el proceso de profesionalización y 
alto nivel de especialización de su personal sigue siendo una tarea 
pendiente,33 a pesar la carga presupuestal que representan (139.9 millones de 
pesos anuales). Estos centros representan un significativo avance para que el 
poder legislativo cuente, hacia el mediano plazo, con unidades de apoyo en su 
tarea legislativa. Algo muy diferente sucede con las actividades que se 
desarrollan al interior de los grupos parlamentarios donde no existe 
transparencia en el uso y asignación de recursos públicos y donde las partidas 
que son asignadas a los partidos son mucho más elevadas que un centro de 
estudios. El gasto en los centros de estudio representa un mínimo comparado 
con las subvenciones que se otorgan a los grupos parlamentarios en cada 
Cámara. El rubro de subvenciones de los grupos parlamentarios fue auditado 
en 2006 por la Auditoría Superior de la Federación y se encontró que bastaba 
la firma del coordinador del grupo parlamentario para “comprobar” y 
“justificar” el gasto. Mayor opacidad en el uso de los recursos públicos es 
difícil de imaginar. La norma entonces aprobada por la mesa directiva del 
senado señalaba que “la comprobación del gasto se hará a través de recibo 
firmado por cada coordinador de Grupo Parlamentario que recabará la 
Tesorería”, igualmente sucedía en la Cámara de Diputados.34  

Desde 2008 se cuenta con nuevas normas internas35 que han iniciado su 
aplicación y aún es imposible conocer su evaluación mediante el portal de 
transparencia de la Cámara de Senadores o de Diputados.36 

                                                 
33 Según datos de la ASF, sólo 3.6% de los trabajadores de la Cámara de Diputados, pertenece a un Centro de 
Estudios.  
34 Las subvenciones previstas por la norma son cuatro: ordinaria fija, ordinaria variable, apoyos logísticos y 
honorarios. Sin embargo, está previsto que la Junta de Coordinación Política pueda autorizar subvenciones 
especiales “para atender asuntos específicos, si existe disponibilidad presupuestal para ello” como las de inicio de 
legislatura y fin de gestión que se aprueban una sola ocasión. De tal forma, que la Junta, a través del Comité de 
Administración, autoriza con regularidad, subvenciones especiales y montos diversos a la partida 3827 denominada 
“asignaciones a los grupos parlamentarios”. Esta partida (la 3827) cuenta con diversas “subpartidas” que no están 
previstas en el clasificador del gasto. Independientemente de las partidas presupuestales para los gastos ordinarios 
del Congreso, los grupos parlamentarios crean partidas para justificar sus gastos, en todo caso, los comprobantes 
no existen ni mucho menos las razones que justifiquen rubros como los siguientes: apoyo a la fracción 
parlamentaria; asignación adicional a la fracción parlamentaria; para la operación de Comisiones Legislativas; apoyo 
económico especial para el pago de cuotas por incorporaciones al seguro de salud; apoyo para trabajo legislativo y 
de gestión a legisladores; para atender compromisos por término de gestión; apoyo extraordinario al trabajo 
legislativo de la fracción parlamentaria; asignación extraordinaria de inicio de Legislatura; asignación extraordinaria 
para apoyo tecnológico; asignación especial de apoyo administrativo mensual; apoyo para el trabajo legislativo y de 
gestión; apoyo extraordinario a la fracción parlamentaria; apoyos extraordinarios, adicionales o especiales a la 
fracción parlamentaria, por sólo mencionar algunas detectadas en las actas de la propia Junta. El acceso a las actas en 
materia administrativa del senado nos fue negado.  
35 Ambas Cámaras del Congreso han avanzado significativamente en la creación de ordenamientos administrativos, 
aunque su operación y aplicación siga siendo uno de los retos pendientes.  
36 A la propia Auditoría Superior de la Federación se le negó el acceso a la información que justificaba el uso de 
recursos para desarrollo de funciones legislativas de los grupos parlamentarios. Así lo reporta el órgano fiscalizador: 
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C. ¿Rinde cuentas el poder legislativo respecto del uso de 
recursos? 
 
La respuesta a la pregunta de esta sección es muy simple: no. El poder 
legislativo en México no rinde cuentas sobre el uso de sus recursos. El marco 
constitucional, las leyes y la normatividad administrativa, así como la 
estructura del reparto de poder al interior del Congreso, están diseñados para 
concentrar el poder en las manos de los coordinadores parlamentarios de la 
mayoría legislativa e impedir, mediante todos los medios posibles, hacer 
públicos los pormenores del gasto ejercido por cada coordinador 
parlamentario, así como los criterios para su asignación. Esto no significa que 
haya una violación a la ley o que existan desviaciones, eso sólo podría 
documentarse mediante una exhaustiva auditoría realizada por un órgano 
interno de control independiente, autónomo, con capacidad técnica, cuyo 
titular no responda a los intereses de las élites parlamentarias y sus decisiones 
sean previamente sancionadas por los propios sujetos fiscalizados. Esto 
significa que a pesar de los avances formales en acceso a la información y 
control de recursos públicos, la normatividad que se han dado las cámaras los 
exime de rendir cuentas y que para poder evaluar sería necesaria una 
auditoría general.  

Los incentivos y las sanciones informales están en manos de los 
coordinadores parlamentarios; la normatividad y los mecanismos formales de 
sanción están en manos de funcionarios cuya permanencia en el cargo 
depende de la voluntad de los propios actores fiscalizados; la estructura 
administrativa además de obesa es ineficiente; salvo contadas excepciones, 
los órganos técnicos de apoyo y de investigación no han logrado 
profesionalizarse; los legisladores y servidores públicos promueven la cultura 
de la opacidad y evitan, por cualquier medio, ser sometidos al escrutinio 
público. La normatividad y la tradición han permitido la discrecionalidad en la 
asignación de recursos y, en caso de desviaciones, las sanciones son débiles en 
el mejor de los casos. Para un ejercicio transparente de los recursos públicos, 
no sólo en el legislativo, se necesita mucho más que normas y procedimientos 
rígidos. Es necesario dejar atrás la cultura política autoritaria, la opacidad en 
la toma de decisiones y la discrecionalidad en la aplicación de la ley. Una 
cultura de rendición de cuentas se construye con normas, principios, valores y 
prácticas cotidianas. Sin esto último, lo primero resulta superfluo.  

                                                                                                                                               
“en lo referente a las asignaciones a los grupos parlamentarios, que tuvieron por objeto apoyar el desarrollo de las 
funciones legislativas y de gestoría de los senadores, por un total de 548,870.2 miles de pesos, en que únicamente se 
revisaron los recibos firmados que comprueban la transferencia de los recursos a los grupos parlamentarios, en 
virtud de que no se proporcionó el acceso a la documentación justificativa y comprobatoria de este gasto, lo que 
constituyó una limitante para el proceso de fiscalización” (ASF, 2006: 123). 
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3. ¿A quién rinde cuentas el poder legislativo en México?  

El diseño institucional de la rendición de cuentas en México y, en particular, 
de la rendición de cuentas parlamentaria es inoperante como sistema. No 
existe un sistema de rendición de cuentas sino responsabilidades aisladas que 
competen a diferentes autoridades con un marco jurídico contradictorio y 
omiso. El único aspecto del diseño institucional con niveles mínimos de 
congruencia, objetivos específicos y procedimientos claros, ha sido el régimen 
de fiscalización interorgánico que el poder legislativo ejerce frente a los otros 
órganos del Estado y en particular frente al ejecutivo. El órgano de 
fiscalización de la Cámara de Diputados, aun a pesar de no gozar de plena 
autonomía, ha logrado alcanzar sus objetivos para dotar a los legisladores de 
información para evaluar el ejercicio del gasto público, aunque las sanciones 
sigan siendo débiles.  

Todo órgano del Estado y todo servidor público debe rendir cuentas por su 
actividad en el ejercicio de su encargo. Sin embargo, los legisladores 
mexicanos gozan además de fuero constitucional, de un régimen legal ad hoc 
que les permite asumir el ejercicio de su encargo en condiciones 
excepcionales pues no están obligados a rendir cuentas a nadie. El legislador 
mexicano no puede ser sancionado o premiado por sus electores en virtud de 
no estar permitida la reelección inmediata; no está obligado a informar o 
justificar sus acciones o decisiones en el Congreso a sus electores, sus distritos 
electorales u otro. En México, los legisladores gozan de un régimen jurídico 
prácticamente de excepción por la inexistencia de sanciones por sus acciones 
y cuyas actividades ordinarias son difícilmente accesibles al público en 
general debido a la lejanía prevaleciente entre la sociedad y sus 
representantes. Tanto diputados como senadores cuentan con incentivos para 
rendir cuentas a sus partidos políticos y a sus líderes parlamentarios, quienes 
poseen instrumentos institucionales para controlar la disciplina partidaria y 
promover la carrera política de los legisladores. En un sistema democrático 
donde la posibilidad de una carrera política exitosa dependa de los ciudadanos 
y no exclusivamente de los líderes de partido, un sistema eficiente de 
rendición de cuentas puede ser posible.  

Salvo la función fiscalizadora del poder legislativo en México, el resto de 
funciones que ejerce el Congreso por mandato, está basado en un marco legal 
que no propicia la rendición de cuentas, ni de los órganos parlamentarios en 
su conjunto ni de sus integrantes. La práctica parlamentaria se rige por 
mecanismos institucionales que propician la irresponsabilidad y aíslan al poder 
legislativo de la sociedad.  

¿Cuáles son las razones que explican la existencia de ese precario sistema 
de rendición de cuentas del poder legislativo en México? Los factores causales 
son múltiples y en distintos niveles. El impedimento de la reelección 
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inmediata de legisladores otorga poderes extraordinarios a los partidos 
políticos para controlar el comportamiento de diputados y senadores.  

El marco jurídico mexicano ha sido diseñado para que el Congreso exija 
cuentas pero no para rendirlas. Aun cuando hay mandatos específicos para los 
órganos parlamentarios y para sus miembros, al no haber sanciones por su 
incumplimiento, no puede existir rendición de cuentas efectiva. En síntesis, 
este diagnóstico de la estructura de rendición de cuentas que se presenta, 
muestra tres elementos fundamentales por los que se puede concluir que el 
poder legislativo en México y sus legisladores no rinden cuentas a la sociedad.  

Primero, la calidad normativa es pobre porque no regula de manera 
efectiva el cumplimiento de las obligaciones parlamentarias. La actividad del 
Congreso se rige por un reglamento obsoleto que, en la práctica, debe ser 
sustituido periódicamente por acuerdos parlamentarios coyunturales y fáciles 
de modificar que impiden al poder legislativo tener un alto grado de 
institucionalización y, aun aquella normatividad actualizada, no identifica 
responsables colectivos o individuales por incumplimiento de las 
responsabilidades que está obligado a realizar el Congreso.  

Segundo, la calidad institucional es también muy baja. La pluralidad en el 
Congreso y la experiencia de gobiernos divididos tuvo efectos positivos y 
avances en la materia, sin embargo, este proceso de institucionalización se ha 
estancado en los últimos años por la negativa de los partidos a autoimponerse 
instrumentos de control y evaluación de sus responsabilidades. Los órganos de 
control interno de que dispone el Congreso son débiles y sus autoridades están 
sometidas a controles de carácter político, los recursos humanos no son 
especializados, el aparato burocrático interno es poco eficiente y su personal 
es inestable en términos laborales. Adicionalmente, el uso de los recursos 
institucionales es controlado exclusivamente por los coordinadores 
parlamentarios, sin posibilidades de control externo.  

Tercero, la transparencia y el acceso a las actividades del poder 
legislativo no están garantizadas de manera efectiva por la ley ya que ésta 
carece de mecanismos de coerción. La participación ciudadana en el proceso 
legislativo no está garantizada, el acceso a la información es muy limitado y la 
calidad de la información a disposición del público es parcial y desorganizada; 
las decisiones de mayor trascendencia política y administrativa siguen siendo 
tomadas por órganos de élite parlamentaria que sesionan en privado y donde 
es imposible el acceso a sus deliberaciones; y, lo que es más grave, no hay 
regla alguna que regule el cabildeo y la participación de grupos de interés en 
las actividades del poder legislativo, así como sus potenciales conflictos de 
interés en la actividad legislativa.  

Una legislatura democrática, funcional, institucionalizada, responsable y 
eficaz, debe pasar por un estricto control externo que evalúe su 
funcionamiento y que sancione o premie el cumplimiento de las actividades 
parlamentarias para las que fueron electos sus miembros. Un Congreso sin 
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rendición de cuentas no sólo es inviable en una democracia representativa, es 
también un dique que impide la consolidación democrática y el ejercicio de 
las libertades y derechos políticos de la sociedad. Las legislaturas que siguen 
comportándose como “clubes” que se autoimponen reglas laxas, sin 
sanciones, como el Congreso mexicano, exhiben su menosprecio por la 
democracia representativa, por las instituciones de la propia democracia y por 
los ciudadanos mismos.  

En el siguiente link podrán encontrar este mismo documento de trabajo 
con su anexo:  
http://www.rendiciondecuentas.cide.edu/poder_legislativo.htm 
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